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(COMIENZA LA SESIÓN A LAS 10 HORAS Y 5 MINU-
TOS.)

Comparecencia, a petición propia, del Fiscal
Superior para presentar la Memoria de la
Fiscalía Superior de la Comunidad Foral
correspondiente al año 2012. 

SR. VICEPRESIDENTE (Sr. Gómez Ortigosa):
Buenos días, señorías. Vamos a dar inicio a esta
comparecencia del señor Fiscal Superior de la
Comunidad Foral de Navarra y, como es a petición
propia, en primer lugar tendrá la palabra y, poste-
riormente, de mayor a menor irán interviniendo los
restantes grupos. Tiene usted la palabra.

SR. FISCAL SUPERIOR DE NAVARRA (Sr.
Sánchez Sánchez-Villares): Muchas gracias. Señor
Presidente de la Comisión de Justicia e Interior,
señorías, es para mí un honor poder estar un año
más ante ustedes para dar cuenta de la memoria
del Ministerio Fiscal de 2012, cumpliendo así todo
lo previsto tanto en el estatuto orgánico del Minis-
terio Fiscal como en el artículo 59/2 de la Ley de
Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral
de Navarra. Normalmente tengo que iniciar esta
breve exposición señalando la paradoja de que,
estando a final de 2013, estemos presentando
datos de 2012. Como saben, desgraciadamente
esto es así porque la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial establece que, en primer lugar, tendrá que
realizarlo el Fiscal General del Estado, en el acto
de apertura de tribunales, que se celebró en el mes
pasado, en septiembre y luego posteriormente se
realizará en los distintos Parlamentos autonómi-
cos. Bastaría, por lo tanto, con una pequeña modi-
ficación en la Ley Orgánica del Poder Judicial
para que eso no fuera así y poder, en definitiva,
dar estos datos dentro del primer semestre del año
siguiente, como sería lógico. Y, en definitiva, sería
más adecuado para tener una idea mejor del fun-
cionamiento de la Fiscalía.

Antes de empezar a señalar algunos aspectos
relativos a la memoria con relación a los distintos
datos que se recogen en ella, referidos a la litigio-
sidad del año 2012, quisiera hacer una breve con-
sideración general sobre la necesidad que se sien-
te hoy en día en el Ministerio Fiscal –que recojo
en la memoria– de llevar a cabo una redefinición
de las funciones que tiene atribuidas el Ministerio
Fiscal. Al hilo, fundamentalmente, se viene plante-
ando ya esa posible, en su día, futura instrucción
que parece otorgársele al Ministerio Fiscal, por lo
menos en el anteproyecto que existe de Código
Procesal Penal. Evidentemente, todos los miem-
bros del ministerio público nos sentimos plena-
mente comprometidos con los cambios legislativos
que se han ido operando y, en definitiva, por las
distintas funciones que se nos han ido atribuyendo
en cada momento histórico, atribuciones o funcio-

nes muy diversas de las que inicialmente constituí-
an propiamente su función y que es más conocido
dentro del ámbito del proceso penal, que, a veces,
no van unidas con la correspondiente dotación
presupuestaria, de personal, etcétera, para poder
cumplir con solvencia y de una forma eficaz el tra-
bajo encomendado. Esto nos lleva a situaciones
paradójicas como que, por ejemplo, como conocen
todos ustedes, el Ministerio Fiscal lo mismo puede
intervenir en un expediente totalmente administra-
tivo de expropiación forzosa, sustituyendo a la
persona que no comparece o que no ha podido ser
citada, que realizando inspecciones de centros psi-
quiátricos o para la tercera edad, o realizando ya
sus funciones más conocidas dentro del ámbito de
la protección de discapacitados o menores o bien,
fundamentalmente, dentro del ámbito propiamente
del proceso penal. Por eso sería necesario que se
alcanzase un grado razonable de consenso jurídi-
co en torno a las funciones que debe ejercer el
Ministerio Fiscal en esta nueva sociedad del siglo
XXI, concretando qué competencias merecen ser
conservadas para encarnar realmente la defensa
de intereses sociales vigentes, y cuáles podrían ser
defendidas o llevadas a cabo por otro tipo de insti-
tuciones dentro del ámbito de la Administración y
que podrían encontrar en esas otras instituciones
un ámbito más adecuado de protección. Repito que
esto se viene planteando dentro de la carrera fis-
cal, esa necesidad un poco de redefinición de sus
funciones, en atención especialmente también de
cara al futuro, si llega a salir adelante el proyecto
de Código Procesal Penal y la función que se le va
a encomendar al fiscal también de instrucción en
esas causas, lo que conllevaría esa redefinición
total del conjunto de las funciones.

Entrando ya en lo que es propiamente la Fisca-
lía de la Comunidad Foral de Navarra, he de
señalar que seguimos contando con la misma
plantilla de siempre, es decir, desde 2010 venimos
contando con la misma, con veintiún fiscales, die-
cisiete en Pamplona y cuatro en la sección territo-
rial de Tudela-Tafalla y, por lo tanto, tenemos el
honor de seguir siendo, desgraciadamente, la Fis-
calía con menor número de fiscales por número de
habitantes. Mientras que la ratio, según la Fisca-
lía General, está establecida en 4,4 fiscales por
cien mil habitantes, en Navarra solamente tene-
mos 3,1. Es decir, esto nos lleva a que si nos com-
paramos, por ejemplo, con una fiscalía uniprovin-
cial y con Tribunal Superior, igual que esta, como
es la de Cantabria, mientras que en Cantabria hay
veintiocho fiscales, aquí solamente hay veintiuno.
Digamos que, afortunadamente, y gracias al
esfuerzo tanto de los fiscales como especialmente
también del personal de la Oficina Fiscal, se sigue
cumpliendo con los plazos procesales y, como ya
tuvo ocasión en su momento creo que el Presidente
del Tribunal Superior de Justicia de reconocerlo,
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no supone ningún lastre la actuación de la Fisca-
lía con relación a la tramitación de los procesos
penales y de todos aquellos en los que interviene,
en el sentido de que, afortunadamente, cumplimos
en su gran mayoría los plazos correspondientes,
pese a ese número de fiscales.

No obstante, hay que ser muy conscientes, y en
la Fiscalía lo somos y lo procuramos por todos los
medios, de que no se debe resentir la calidad, no
debemos convertirnos solamente en unos meros
tramitadores o despachadores de papel por razo-
nes de cumplir los plazos correspondientes, sino
buscar fundamentalmente un trabajo de calidad en
función, precisamente, de los bienes jurídicos con
los que trabajamos y del bien último al que servi-
mos, que no es otro que la justicia.

Entrando en lo que son las consideraciones de
la memoria, los datos estadísticos, desde el punto
de vista tanto cuantitativo como cualitativo, he de
señalar que, evidentemente, no son un reflejo fiel o
exacto de la criminalidad que haya dentro de la
Comunidad Foral, en la medida en que aquí se
reflejan los datos relativos a los procedimientos,
digamos, la litigiosidad y procedimientos de los
que conoce o entran en la Fiscalía. No obstante, a
pesar de que todos somos conscientes de que exis-
te una parte de delincuencia oculta que no da
lugar a denuncia y, por tanto, no da lugar a proce-
dimiento penal y otra en la que los hechos se
denuncian pero no son constitutivos de delito y ter-
minan automáticamente archivados de una forma
directa y, por tanto, no se puede establecer una
similitud o parangón total entre los procesos y la
actividad delictiva, sí que nos sirve como un ter-
mómetro adecuado y significativo para conocer un
poco el nivel de delincuencia y su evolución. 

En ese sentido, desde el punto de vista cuanti-
tativo, he de señalar algunos datos en este momen-
to, ya que tienen ustedes la memoria y, por lo
tanto, tienen pleno conocimiento de ellos. Me inte-
resaría destacar, en primer lugar, el nivel de pro-
cedimiento, la cuantía de los procedimientos que
han entrado en la Fiscalía, sumadas diligencias
previas, diligencias urgentes y juicios de faltas en
los que interviene el Ministerio Fiscal, que alcan-
zó la cantidad de 54.532 procedimientos, práctica-
mente los mismos que en 2011. Solamente hay 252
procedimientos de diferencia, cuando estamos
hablando de 54.000, por lo que es insignificante.
En este sentido, una primera conclusión muy tele-
gráfica sería la de que podemos hablar de una
estabilidad en cuanto a la litigiosidad penal. A
pesar de la crisis, de la situación económica
actual, no hay en su conjunto un repunte de los
procesos penales apreciados, insistimos, en su
conjunto, luego vemos que, desmenuzados o vien-
do los distintos tipos penales, en algunos sí se ha

producido algún aumento que pondremos en con-
sideración.

Otro dato que también quiero resaltar es el de
las calificaciones que realiza el Ministerio Fiscal,
es decir, escritos acusatorios que realiza el Minis-
terio Fiscal donde ya considera que hay prueba
como para poder mantener una acusación contra
una persona determinada. He de señalar que en
2012 se realizaron 3.342 escritos de acusación por
parte de la Fiscalía. Los delitos que más se califi-
can, de los que más se acusa por parte de la Fis-
calía, siguen siendo mayoritariamente los delitos
contra la seguridad vial. Concretamente fueron
1.433 escritos de acusación por delitos contra la
seguridad vial, y dentro de los mismos, el rey de
todas las calificaciones, de todos los delitos, sigue
siendo el delito de conducción bajo la influencia
de bebidas alcohólicas, puesto que fueron 1.011
calificaciones y escritos de acusación por este
delito, seguidos, dentro de este tipo, por delitos de
conducción sin permiso, con 325 escritos de acu-
sación. En segundo lugar, estarían los delitos con-
tra la propiedad, con 645 escritos de acusación.
En tercer lugar, delitos de lesiones, con 541, donde
se englobarían también, que ocupa la mayor
parte, 268 de lesiones dentro del ámbito de violen-
cia de género y doméstica. En cuarto lugar, estarí-
an los delitos contra la Administración de Justicia.
Curiosamente, son 281, pero por razón, en este
caso, destacan especialmente los delitos de que-
brantamiento de condena de medida cautelar, que
alcanzan una cantidad de 141. Y, en quinto lugar,
he de señalar los 5 bienes jurídicos más califica-
dos. Serían delitos contra el orden público, preci-
sando que estos son delitos de atentado y delitos
de resistencia, 143 escritos de acusación por deli-
tos de atentado y 104 por resistencia, porque en lo
que son específicamente delitos de orden público
solamente fueron 6 escritos de acusación por este
tipo de bien jurídico protegido.

Bien, respecto a los procedimientos, me deten-
dré simplemente o señalaré también de una forma
muy puntual la importancia que han ido adqui-
riendo las diligencias urgentes, especialmente de
cara a una –me interesa resaltarlo– posible refor-
ma que se pueda realizar del área de enjuicia-
miento criminal. En cuanto a estas diligencias
urgentes, en relación con sus escritos de acusa-
ción, se realizaron 1.597 escritos. Es decir, de los
3.000 y pico que señalábamos, prácticamente casi
la mitad, no llega al 40 por ciento, se han realiza-
do ya por diligencias urgentes. Como saben, son
aquellas que se realizan dentro del juzgado de
guardia, es decir, que entra la persona y declara y
se realiza el juicio en ese momento si termina en
conformidad o, si no, se celebra en los quince días
siguientes. Y vemos cómo prácticamente la mitad
de los escritos de acusación se formulan dentro de
este tipo de procedimientos. Esto significa que,
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siendo un procedimiento que entró en vigor a par-
tir de 2002, ha ido en auge, ha ido aumentando,
porque progresivamente supone un 6 por ciento
más que el año anterior en lo referente a este tipo
de escritos de acusación dentro de este procedi-
miento. Dada la importancia que ha tenido para la
agilización de la justicia, ponemos en considera-
ción de ustedes la posibilidad de poder, de alguna
forma, fomentar este procedimiento de cara a una
posible reforma de la ley de enjuiciamiento crimi-
nal, el nuevo Código Procesal Penal, ya que real-
mente se ha demostrado muy eficaz, especialmente
respecto de esa faceta de la agilización y, al mismo
tiempo, desde el punto de vista también de las víc-
timas, en cuanto a que se consigue una respuesta
inmediata, etcétera. Sin entrar a valorar ahora
este tipo de procedimientos, simplemente he de
señalar que ha sido muy eficaz en la agilización y
que cada día va teniendo un mayor auge.

Respecto de los juicios de faltas, ya que están
también ahora un poco de moda como consecuen-
cia de la reforma del Código Penal que se está tra-
mitando en el Congreso de los Diputados, y que
parece ser que en el proyecto del Gobierno se van
a suprimir los juicios de faltas, sí me interesaría
también dar, a propósito de las discusiones que
hay hoy en día acerca de la conveniencia o no de
esa discusión, dos notas de una forma muy tele-
gráfica. Por una parte, el año pasado se celebra-
ron 2.710 juicios de faltas con intervención del
Ministerio Fiscal. Ya saben que no en todos inter-
viene el Ministerio Fiscal, por eso solamente se
recogen aquí en los que interviene el Ministerio
Fiscal. Y de esos 2.710, 2.196 fueron juicios de
faltas ordinarios y 514 inmediatos. Es decir, sola-
mente fueron 514 por el tipo de procedimiento que
equivaldría el delito a las diligencias urgentes o al
juicio rápido, solamente faltas inmediatas, que son
las que se celebran durante la guardia o en el
octavo día al terminar la guardia, la semana de
guardia. Esto nos demuestra que, así como en los
delitos ha tenido mucho éxito y ha sido muy efecti-
vo, en el caso de las faltas no ha tenido ninguno o
muy poquito. ¿Por qué? Por la sencilla razón de
que, como en las faltas, no hay detenciones, no
hay una actuación policial, simplemente se pone la
denuncia correspondiente, normalmente por parte
del perjudicado, hay que realizar las citaciones a
la parte contraria denunciada en el plazo de esa
semana de guardia, y eso prácticamente muchas
veces resulta imposible. De ahí que se conviertan
en inmediatas, a pesar de que por la materia
podrían celebrarse como juicios de faltas inmedia-
tos, sin embargo, procesalmente resulta inviable y
tienen que realizarse por el sistema de juicio de
faltas ordinario. Por tanto, una primera nota: no
ha tenido éxito esa inmediatez en cuanto a las fal-
tas, a diferencia de los delitos. 

Y la segunda sería el hecho de que de las 2.563
sentencias que se dictaron en juicios de faltas en
los que intervino el Ministerio Fiscal, 1.328 fueron
condenatorias y 1.235 absolutorias. Es decir,
prácticamente el 50 por ciento, no llega al 50 por
ciento, pero más del 40 por ciento, fueron absolu-
torias. Si, por ejemplo, lo comparamos con los
delitos, nos estamos moviendo en torno a unas
cifras del 18 por ciento absolutorio. Es decir, más
del 80, 82, 83 por ciento serían condenatorias y,
vamos a poner, el 20 por ciento absolutorias,
mientras que aquí prácticamente casi llega al 50
por ciento. Como saben, en los juicios de faltas, al
realizarse de forma oral, inmediata, sin instruc-
ción previa, la parte denunciante tiene que acudir
al acto del juicio a mantener esa denuncia, y el
problema fundamental es que normalmente no
acude el denunciante. Esto lo pongo de manifiesto
simplemente en aras de la trascendencia que tiene
o no para el ciudadano el hecho de su posible de-
saparición, en el sentido de que el juicio que pode-
mos sacar de la práctica diaria es que, si bien hay
un interés inicial en denunciar, posteriormente no
hay un interés en el ciudadano de comparecer
para mantener esa denuncia, cosa que, por otro
lado, se puede considerar lógica, teniendo en
cuenta la escasa entidad de esa falta, que al cabo
de equis meses te llamen para mantener una
denuncia que, repito, el hecho puede ser de escasa
entidad, y sabiendo a lo mejor también la escasa
respuesta penal que pueda tener esa persona
denunciada. Con lo cual al ciudadano no le com-
pensa, en definitiva, ese tipo de juicios. De ahí que
se produzca ese alto nivel, que casi llega al 50 por
ciento, de sentencias absolutorias.

Por tanto, serían dos datos que se deben tener
en cuenta de cara a esos problemas relativos a si
es conveniente o no el hecho de la supresión de las
faltas, y que algunas se conviertan en delito y
otras desaparezcan y se lleven al ámbito estricta-
mente administrativo.

Bien, ya muy rápidamente, entrando un poco
en la consideración respecto a los aspectos cuali-
tativos, es decir, a los delitos en concreto, quiero
señalar que durante el año 2012, respecto a bienes
jurídicos, por señalar algunos de los más impor-
tantes, como son la vida, la integridad física en
relación con la vida, afortunadamente, solo hubo
dos muertes dolosas, comparadas con las cinco
del año anterior, el 2011. En lo que llevamos de
año también nos seguimos manteniendo en esas
dos muertes dolosas. Sí que aumentaron las muer-
tes por imprudencia como consecuencia del
aumento de los accidentes de circulación, que fue-
ron treinta y cinco. Sin embargo, bajaron las
muertes por accidentes laborales, que fueron tres,
a diferencia del año anterior, que fueron seis. En
definitiva, nos estamos moviendo dentro de unos
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parámetros que se pueden considerar adecuados,
a tenor de las estadísticas de los años anteriores.

Los delitos contra la integridad física, es decir,
delitos de lesiones, también bajaron. Solamente un
2 por ciento, pero supuso una bajada respecto al
número total de diligencias que se incoaron, de las
9.039 que se incoaron en el 2011, en el año ante-
rior se habían incoado 9.229. Es decir, simplemen-
te una bajada del 2 por ciento. En este caso, den-
tro de las lesiones, interesa destacar especialmente
la bajada que se produjo en el ámbito de las lesio-
nes de violencia de género, violencia doméstica,
en cuanto a que esta sí supuso un 17 por ciento.
Siempre aquí tenemos la duda de si realmente
bajan porque hay menos denuncias o porque real-
mente se han producido menos hechos. Realmente
no podemos llegar a saberlo de una forma clara,
pero lo cierto es que se ha producido esa bajada
en el número de procedimientos que se han incoa-
do por este tipo de lesiones.

Respecto a los delitos contra el patrimonio, sí
ha supuesto un aumento, es el único bien jurídico,
los delitos en conjunto contra el patrimonio, que
supone un aumento sustancial en cuanto a que
aumentaron un 5,4 por ciento respecto de 2011. Y
dentro de estos, especialmente el delito de hurto.
En este caso, en concreto fue un 8,9 por ciento,
casi un 9 por ciento. Este aumento es especialmen-
te significativo en la medida en que, además, se
viene detectando el hecho de que estos delitos se
producen por personas o por grupos ya organiza-
dos debidamente, es decir, cabría decir debida-
mente profesionalizados, especialmente en estable-
cimientos comerciales, tiendas, etcétera, unido a
otro sector importante de hurtos que se producen
en empresas, los famosos hurtos de chatarra y
demás, que muchas veces no son hurtos, sino
robos. También ha habido un ámbito importante
de actividad delictiva dentro de ese entorno. Igual-
mente, los hurtos en el ámbito agrario, rural, res-
pecto a explotaciones agrícolas, es decir, que sería
un poco donde se centran esos hurtos por perso-
nas más o menos profesionalizadas en cuanto a
que tienen unos métodos adecuados para realizar-
lo, tienen un fácil desplazamiento de unos sitios a
otros. Aquí es frecuente encontrarse gente que
viene de Valencia, llega a un centro comercial
equis, realiza las sustracciones y se va inmediata-
mente, de tal forma que, si no le sorprenden in fra-
ganti con los objetos en ese momento, práctica-
mente va a ser imposible conseguir pruebas
adecuadas para poder actuar contra ellas. Hay
una gran profesionalización en este sentido, y,
lógicamente, estamos en ello, en activar, por una
parte, una respuesta más dura o severa en relación
con esas personas o esos grupos profesionalizados
que se dedican a realizar este tipo de actuaciones,
que, por otra parte, no supone que haya muchas
más personas, muchos más delincuentes que se

dediquen a este tipo de actividad, sino que a lo
mejor son menos, pero más profesionalizados y
que se trasladan de un sitio a otro, y da la sensa-
ción de que aumenta el número de personas, cuan-
do realmente lo que aumentan son los delitos, pero
no tanto las personas que cometen esos hechos
delictivos.

Por contra, sí se ha producido una bajada en
los robos con fuerza, aunque los robos con violen-
cia e intimidación han subido también el 8 por
ciento.

En relación con los delitos contra la libertad
sexual, sí se produjo una bajada sustancial, del 10
por ciento, aunque nos preocupan los delitos den-
tro de este bien jurídico que se producen de abusos
sexuales a menores, y especialmente dentro del
ámbito familiar, con la dificultad que supone eso
en la persecución de esos hechos delictivos: pri-
mero, conseguir una denuncia y, posteriormente,
la dificultad para su persecución.

Por último, respecto a los delitos, y ya que tra-
dicionalmente lo venimos haciendo con un delito
típico donde hay una manifestación de la situación
de crisis en la que nos encontramos, me voy a refe-
rir a los delitos de impago de pensiones, para
decir que nuevamente siguen creciendo. Es decir,
un año más, sigue ese progresivo aumento, no muy
sustancial respecto del año 2011, porque fueron
201 causas las incoadas en el 2011, este año son
228, pero ese aumento del 13 por ciento hay que
considerarlo respecto –yo creo– de años atrás,
especialmente de 2009, cuando empieza ya la cri-
sis a ser muy efectiva. Vemos que de las 84 causas
que se incoaron en el 2009, estamos ahora en las
228 de 2012. Es decir, ha habido en estos pocos
años un aumento muy sustancial de causas por
este tipo de delito. Cabe señalar que, obviamente,
no todas estas causas que se incoan terminan
necesariamente en escrito de acusación, porque de
las 228 solamente se calificaron 99. Es decir, en el
proceso de instrucción, si se puede determinar que
esa persona no cumple, no paga la pensión corres-
pondiente como consecuencia de encontrarse en
una situación de insolvencia por razón de paro o
cualquier otra serie de circunstancia similar,
obviamente, no se realiza el escrito de acusación,
sino que se aprecia la eximente de estado de nece-
sidad y no se procede a formular acusación contra
el mismo.

Cambiando un poco y dejando los delitos, ya
para terminar, dos notas. Una, relativa a la impor-
tancia que van adquiriendo las conformidades, las
sentencias de conformidad, dentro del proceso
penal. Creemos que desde la Fiscalía se ha apos-
tado por potenciar esas conformidades, obtener
las sentencias de conformidad, lógicamente, den-
tro del ámbito de la legalidad y del margen que la
ley nos permite movernos, para conseguir esas
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conformidades como algo positivo no solamente
para la agilización de la justicia, terminación
pronta de los procedimientos, sino también, con-
tando en esa conformidad con las víctimas, para
evitar una victimización secundaria en relación
con las víctimas de los procesos. De ahí que prác-
ticamente el año pasado, por ejemplo en los juzga-
dos penales, de 1.853 sentencias 897 fueron de
conformidad, considerando que el convenio que se
firmó entre el Consejo General de la Abogacía y la
Fiscalía General del Estado para el protocolo,
para realizar o llevar a cabo esas conformidades,
estableciendo unos fiscales a los que dirigirse
directamente los letrados para realizar esas con-
formidades, está funcionando adecuadamente y de
una forma positiva en su conjunto.

Por último, quisiera referirme al problema que
se planteó a lo largo del año pasado, que ha sido
objeto de tratamiento incluso en la prensa, relativo
a las medidas de seguridad como consecuencia del
Decreto de 17 de junio de 2011, que dio lugar a
que el Servicio de Gestión de Penas y Medidas
Alternativas de Instituciones Penitenciarias dejara
de ejecutar las funciones que venía desempeñando
en relación con la ejecución de las medidas de
seguridad, dejando fuera o excluyendo la medida
de seguridad relativa al internamiento en centro
psiquiátrico o penitenciario que, obviamente, sí se
cumple por parte del mismo. Pero todas las demás,
con anterioridad, saben que este servicio venía a
desarrollar fundamentalmente una labor de inter-
mediación entre los juzgados y las audiencias
penales, por ejemplo, Salud Mental del Gobierno
de Navarra, para la búsqueda de centros tanto psi-
quiátricos como centros de desintoxicación para
temas de drogodependencia y luego realizar el
seguimiento, de tal forma que simplemente había
un interlocutor, como era este servicio de gestión
de penas, que realizaba esa función y que ahora
ha desaparecido, de tal forma que cada juzgado
tiene que acudir al Servicio de Salud Mental a
entrevistarse con él, buscar un centro adecuado, la
clínica correspondiente donde realice el trata-
miento esa persona a la que se le haya impuesto
una medida de seguridad. Esto complica bastante
la ejecución de las mismas, y sí que se están
haciendo gestiones. Desde aquí lanzo también si
sus señorías pueden ayudarnos en este sentido,
para solucionar el tema, buscar nuevamente un
interlocutor único que, desde luego, a los juzgados
de penales y a la audiencia les sería muy útil, y no
tener que buscar individualmente esos centros y
demás, y luego realizar el seguimiento. Con esto
–creo que me he extendido más de los veinte minu-
tos concedidos– he terminado. Muchas gracias.

SR. VICEPRESIDENTE (Sr. Gómez Ortigosa):
Muchas gracias, señor Sánchez. Por parte de
Unión del Pueblo Navarro, señor Caballero.

SR. CABALLERO MARTÍNEZ: Muchas gra-
cias, señor Presidente. Quisiera saludar en primer
lugar al Fiscal Superior de la Comunidad y trans-
mitirle la felicitación de nuestro grupo no solo por
el contenido de la memoria, que, efectivamente, es
detallada y exhaustiva, sino por el trabajo que
refleja y que le ruego que haga extensivo a los
veintiún miembros de la Fiscalía. La verdad es que
somos perfectamente conocedores de las ratios en
que se mueve la Fiscalía de nuestra Comunidad, y
yo creo que es para sentirse orgullosos y transmi-
tirles en ese sentido, formalmente, esta felicitación
por el funcionamiento de la institución.

Quizás, empezando por el principio, esa valo-
ración inicial que hacía sobre la redefinición de
funciones y sobre las nuevas previsiones que exis-
ten para la Fiscalía, quisiera transmitirle en ese
sentido el apoyo de nuestro grupo. Nosotros somos
unos firmes convencidos de que es necesaria la
modificación de la instrucción penal y, en ese sen-
tido, el camino que se va avanzando hacia la solu-
ción de la instrucción por el Ministerio Fiscal. Yo
creo que el ejemplo que se ha dado en materia de
menores y del funcionamiento de las cuestiones
relativas a menores demuestra la eficacia de la
medida.

En cuanto a los datos de la memoria, no vamos
a hacer un análisis exhaustivo. Yo creo que es más
un documento para tenerlo presente y para valo-
rarlo a lo largo del año y conforme van planteán-
dose determinadas incidencias, pero creo que sí
que hay quizás un elemento fundamental, que es
esa situación de estabilidad o de normalidad.
¿Qué refleja? De alguna manera, yo creo que es
bueno, sin caer en la autocomplacencia, poner de
manifiesto que refleja que estamos en una comuni-
dad segura en la que no hay especiales problemas
en materia de seguridad. Bien es cierto que, cuan-
do entramos en los datos, hay algunos datos que
es bueno, además, verlos, por una cuestión que
vengo poniendo de manifiesto desde hace tiempo,
que es la necesidad de levantar el velo de la esta-
dística, si se me permite. De alguna manera refleja
dos cuestiones: una es la incidencia, digamos, de
las problemáticas que en materia penal ponen de
manifiesto los ciudadanos, que son el número de
diligencias, pero otra es la efectividad del funcio-
namiento de la justicia, que es muy diferente. Por
la cantidad de diligencias que se habla, parece
que tenemos unos números muy importantes, más
de 50.000 diligencias, pero luego el número real
de procedimientos se reduce al orden de 5.000.
Entonces, muchas veces, cuando hablamos de que
nuestros juzgados están atascados porque tenemos
50.000 diligencias, quizás lo que tenemos es
demasiado papel en los juzgados. Y todas estas
diligencias sin autor conocido, pues podríamos
avanzar en fórmulas que eliminasen el papel y que
nos hiciesen centrarnos en lo importante. En ese
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sentido yo creo que es bueno que se refleje la pro-
blemática del ciudadano, por ejemplo, el ciudada-
no al que le quitan una cartera, pero creo que eso
no necesariamente da lugar luego a un procedi-
miento judicial, como todos sabemos. En ese senti-
do, es bueno que esas dos cuestiones estén nítida-
mente separadas.

Como digo, la tipología de los delitos nos pare-
ce que está dentro de la normalidad. Sí nos preo-
cupa ese descenso que hay en materia de violencia
de género. Es una mera intuición, pero nos da la
sensación de que no refleja realmente la realidad,
sino que es más una cuestión derivada de la situa-
ción de crisis, de la dificultad o de la situación de
desprotección que pueden tener las mujeres para
poder denunciar, para poder organizarse una vida
independiente, y eso hace que lo que es una autén-
tica lacra social se pueda estar convirtiendo en
una delincuencia oculta, valga la expresión, al no
ser reflejo de lo que realmente está pasando.

También nos preocupa el reflejo que se hace
del aumento de hurtos de grupos organizados.
Quizás la valoración es si la respuesta penal es
suficiente. Bueno, es muy distinto que, fruto de un
descuidero y siguiendo con el ejemplo de la carte-
ra que decía antes, a uno le quiten la cartera que
saber que hay grupos organizados que se dedican
a quitar carteras, y ha habido momentos en los
que socialmente sí ha existido esa sensación de
que, de repente, empezaban a desaparecer muchos
móviles, muchas carteras, y si esto responde a una
actividad de grupos, se genera en la sociedad una
cierta sensación de impunidad. No sé si la res-
puesta en ese sentido puede ser adecuada.

Compartimos, evidentemente, la preocupación
por esta problemática que se pone de manifiesto
en el abuso de menores en el ámbito familiar. Es
un tema extraordinariamente complejo y delicado,
pero en el que yo creo que hay que ser inflexibles y
absolutamente contundentes. Y quizás una cues-
tión que no ha salido es, por moverse dentro de la
normalidad, el tema de los delitos contra la salud
pública. No sé si podría haber una valoración de
cuál es realmente la situación o estamos en una
situación muy pareja a lo habitual con toda la pro-
blemática derivada de las drogas, las drogas en
menores y demás.

Y una cuestión que yo quería plantear en rela-
ción con el tema de menores: parece que la situa-
ción de la entrada en funcionamiento del centro de
Ilundáin se ha estabilizado y, en ese sentido, nos
gustaría tener una valoración sobre la situación, si
tiene la respuesta adecuada en este momento, si se
han superado los problemas que había, etcétera.

Me llama la atención, en los números que se
barajaban, que no se vea un importante crecimien-
to en la actividad de vigilancia penitenciaria. Y,

claro, después de la entrada en funcionamiento del
nuevo centro penitenciario, de todos los discursos
que oímos permanentemente sobre la macrocárcel,
sobre una desatención, etcétera, me da la sensa-
ción de que eso no se refleja en los números y que
estamos en 2012 en una situación bastante similar
a la de 2011. Me parece muy importante lo que ha
comentado en materia de conformidad, en materia
penal, el avance de las conformidades, y quizás lo
empalmaba y lo ponía de manifiesto un poquito
con el incipiente funcionamiento de la mediación
penal, qué juego está dando o qué valoración es la
que podemos hacer, incluso sobre la proporciona-
lidad en los recursos de todo el sistema de media-
ción penal, que en Navarra viene funcionando
desde hace tiempo. Y poco más. Únicamente reite-
rarle, en ese sentido, la felicitación que, insisto, le
ruego que haga extensiva al conjunto de los miem-
bros de la Fiscalía.

SR. VICEPRESIDENTE (Sr. Gómez Ortigosa):
Gracias, señor Caballero. Por parte de Socialistas
de Navarra, señor Rascón.

SR. RASCÓN MACÍAS: Muchas gracias,
señor Presidente. Buenos días, señorías, y buenos
días y bienvenido, señor Sánchez, a esta casa, que
es la casa suya también, por supuesto. Yo quiero
también unirme a la felicitación que hacía el señor
Caballero en cuanto al trabajo realizado, en cuan-
to a lo que hemos podido ver en la memoria, que
es extensa y densa, sobre todo para los que somos
más legos en estas cuestiones. Querría detenerme
muy brevemente en un par de cosas. Por un lado,
en este posible cambio que usted ha comentado en
las atribuciones de la Fiscalía, siguiendo hacia lo
que yo creo que es un poco ese modelo anglosajón,
que es lo que parece que se quiere, o hacia donde
parece que se debería tender, yo creo que es un
modelo interesante por explorar. Entonces, no sé
realmente cuál es la sensibilidad dentro del sector,
si realmente ustedes ven esto positivo, no lo ven
positivo. Me gustaría que profundizara en esta
idea porque, insisto, yo creo que sí que tiene su
interés y su historia.

Hemos visto también que hay un ligero descen-
so en el número de procedimientos en las distintas
cuestiones, y a mí me surge una duda. Lo comentá-
bamos a la entrada. ¿Una parte de este descenso
se puede atribuir al incremento de las tasas?, y si
esto es bueno o no es bueno, que es otra duda que
también me surge. Es decir, yo creo que no es
bueno que se cobre por la justicia, pero no sé si
esto, de alguna forma, funciona como un filtro que
puede tener, en cierta medida, un valor positivo.
No lo sé. Me surge esa duda, y si a usted le parece
bien aclarármela, me dará una alegría.

Con respecto a un tema recurrente también,
que usted ha puesto de manifiesto, que es esa falta
de medios, que viene siendo recurrente y recursivo
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una y otra vez, y además todos los colectivos que
pasan por aquí nos lo achacan, pues ¿qué decirle?
Efectivamente, es así, y en la medida en que desde
aquí podamos echar una mano, intentaremos
echarla, pero sepa que es conocido.

Y, finalmente, algo que también me ha interesa-
do mucho. Usted ha hablado de estos procedimien-
tos rápidos, de estas instrucciones, no sé cómo lo
ha denominado técnicamente. Yo creo que hay un
principio fundamental en la Justicia, que es el
principio de eficacia. Algo que se falla o que se
dilata ocho o diez años, al final, me temo que sirve
para poco. Lo veíamos aquí en esta Cámara, hace
bien poquito nos ha llegado una sentencia del Tri-
bunal Constitucional que daba la razón a lo que
nosotros decíamos, pero diez años después. Es
decir, la eficacia ha desaparecido. Yo creo que este
sistema de juicios rápidos o de procedimientos
abreviados, o como técnicamente se llamen, es
muy positivo. Considero que habría que tender
hacia ello. Yo creo que esa eficacia se consigue si
al final los asuntos se resuelven con la mayor bre-
vedad posible. No sé si eso, intuyo que también, es
una cuestión nuevamente de medios o si es de algo
más, o si a lo mejor en esta reforma que intuyo que
se está fraguando de los procedimientos cabría –el
señor Caballero hablaba del papel– alguna forma
de poder agilizar todo esto, porque, insisto, final-
mente la eficacia de la justicia pasa fundamental-
mente no solo por la ejemplaridad, que es una de
las partes, sino también por la rapidez, porque si
pasa mucho tiempo esa ejemplaridad y esa efica-
cia se pierden. Nada más por nuestra parte. Le
agradecemos nuevamente su presencia y sus expli-
caciones y nada más.

SR. VICEPRESIDENTE (Sr. Gómez Ortigosa):
Muchas gracias, señor Rascón. Por parte de
Bildu-Nafarroa, señor Rubio.

SR. RUBIO MARTÍNEZ: Buenos días. Egun
on. Bienvenido, señor Sánchez. Bienvenido y gra-
cias por la memoria que nos ha transmitido.
Bueno, en principio nos queda una evaluación
positiva porque se ve que, a pesar de que se tienen
menos medios que en otros sitios, se está trabajan-
do. Prueba de ello es el detallado trabajo que se
nos ha pasado. Es una institución válida que hace
su trabajo y que, sobre todo, a nosotros nos va a
servir para tener una visión clara de los delitos
que se cometen. No deja de ser una parte de nues-
tra sociedad, y a los que nos dedicamos a lo públi-
co nos ayuda a ver claros y oscuros de esta socie-
dad. Nos ayuda a ver qué es lo que realmente
pasa, aunque a veces desde los medios de comuni-
cación no se incida realmente o se tienda más a lo
sensacionalista, por así decirlo. Desde luego, es
un trabajo que nos hemos leído y que lo vamos a
tener para consultar.

Hay algunas dudas o hay algunos puntos
negros en los que nosotros quisiéramos hacer hin-
capié. Muchos de ellos tienen que ver con la
actual crisis y se han pasado un poco por encima,
pero están ahí y creo que habría que hacer cierto
hincapié en ello. A nuestro grupo le produce frus-
tración la percepción que se tiene sobre los delitos
contra las haciendas públicas y la defraudación de
impuestos. De alguna manera, se deja entrever
que estos delitos no suelen concluir con el resulta-
do deseado. Y, además, se menciona claramente
que es por falta de agilidad. Eso nos preocupa,
porque si por esa falta de agilidad se deja de
actuar sobre estos delitos, sí que puede llegar a
existir en la sociedad cierta sensación de que hay
delitos que tienen, por así decirlo, impunidad. Y
son delitos graves. A nuestro grupo le parece que
son delitos graves. ¿Alguna solución? Ya sé que es
la pregunta del millón, pero creo que ahí sí que se
debería empezar a cambiar el chip y a no tirar la
toalla tan fácilmente.

Nos preocupa, en la jurisdicción social, el
aumento de un 140 por ciento. Bueno, es un poco
la realidad de lo que se vive en la calle, la reali-
dad de las reformas que se están emprendiendo
por parte de los Gobiernos contra los más desfa-
vorecidos. Es grave que para que se respeten los
derechos sindicales y sociales de las personas
haya que recurrir a esto. Nos parece que hay que
poner énfasis en ese dato.

Nos preocupa también sobremanera el trata-
miento que se hace sobre las instrucciones en todo
lo que es siniestralidad laboral. Se dice que baja
la siniestralidad laboral, lo cual es positivo, pero
hay que tener en cuenta que la actividad económi-
ca ha bajado de forma brutal. No obstante, sí se
reconoce de alguna manera cuáles son los motivos
de esa siniestralidad laboral, la falta de formación
y la falta de seguimiento de la normativa por parte
de quien debería hacerlo. Yo creo que si sabemos
cuáles son los motivos, sabremos dónde tenemos
que incidir.

Por lo que se refiere a temas específicos, deli-
tos de torturas y malos tratos, nos llama la aten-
ción que hay bastantes, a nuestro entender, y que
todos se cierran de la misma manera. En uno de
los casos se habla de cámaras en el centro de
detención, cámaras de grabación. ¿Se tiene cons-
tancia desde la Fiscalía de que se están cumplien-
do los protocolos para la prevención de malos tra-
tos y torturas? Los últimos requerimientos de
instancias europeas y de organismos internaciona-
les empiezan a ser alarmantes sobre el tema de los
malos tratos y las torturas en el Estado español.
¿Desde la Fiscalía se incide en eso?, ¿se sabe cuál
es la realidad de los centros de detención, de los
centros de interrogación?
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Sobre la situación de la nueva cárcel, pues no
podemos estar más de acuerdo con lo que dice la
Fiscalía y más en desacuerdo con lo que dice el
señor Caballero. Parece ser que hemos leído… Ha
dicho que no se ha producido, que se está dando
cierta alarma sobre las condiciones. La Fiscalía lo
dice claramente, que la nueva cárcel no ha traído
mejoras en los servicios que se da a los internos.
Lo dice la Fiscalía, lo dicen los propios internos y
lo dice la gente que trabaja con las ONG en el
centro penitenciario. Son algunos temas que no se
han tratado y en los que nosotros queremos hacer
hincapié.

Nos parece muy positivo todo lo que atañe a
los procesos de conformidad. Nos parece que ahí
la Fiscalía tiene mucho que decir y que se está tra-
bajando bien. Al fin y al cabo, en Navarra el índi-
ce de criminalidad es bajo y son unas tipologías
de delitos que se repiten, que no son excesivamen-
te preocupantes, pero ahí está el trabajo que uste-
des realizan y que nosotros valoramos positiva-
mente.

Y ya en otro orden de cosas, le quisiera pregun-
tar cómo se vive desde la Fiscalía esa especie de
sensación de indignación que nos muestran todos
los estudios, el último de la Agencia Estatal de
Calidad, el último del CESID, en los cuales el sec-
tor de la Administración peor valorado es la Justi-
cia. Eso está ahí. Uno de los puestos de trabajo
peor valorados es el de los jueces, junto con los
políticos y los banqueros, todo hay que decirlo. De
alguna manera, cómo se vive desde dentro. El
hecho de que a veces la separación de poderes en
el Estado español esté en cuestión, el hecho de que
los más altos tribunales del Estado español, como
pueden ser el Tribunal de Cuentas, el Tribunal
Constitucional o el Tribunal Supremo, sean elegi-
dos por la propia clase política y haya veces en
que esa clase política tenga que recurrir a esos tri-
bunales para escaparse de sus responsabilidades,
¿no está generando un distanciamiento entre la
Justicia y la ciudadanía? Si es tan amable de con-
testarme cómo lo ven ustedes desde dentro.
Muchas gracias.

SR. VICEPRESIDENTE (Sr. Gómez Ortigosa):
Gracias, señor Rubio. Por parte de Aralar-Nafa-
rroa Bai, tiene la palabra, señor Zabaleta.

SR. ZABALETA ZABALETA: (NO HAY SONI-
DO) Ahora sí. En cuanto al futuro del Ministerio
Fiscal, yo creo que es un tema también para ir
pensando, pero voy a hacer dos consideraciones.
Una primera: yo creo que el futuro tiene que ser el
de europeizar el Ministerio Fiscal, y hay un ejem-
plo, que es el ejemplo de todo lo que es el tema de
menores. Yo creo que el tema de menores, del que,
además, fue encargado don José Antonio Sánchez
con anterioridad al cargo que ahora ostenta, es el
clásico de que en la instrucción el Ministerio Fis-

cal adquiere un protagonismo que no tiene en las
instrucciones generales y que sí tiene, por ejem-
plo, en sistemas como el de Francia. Creo que ese
tendría que ser el panorama de futuro. Pero, por
hacer una consideración, que es política y de la
que no le pido respuesta –voy a dar una opinión–,
yo creo que un grave riesgo del cometido de lo que
es el Ministerio Público Fiscal es el estatuto de las
víctimas que ahora se nos anuncia. El estatuto de
las víctimas es una intromisión directa, va a serlo,
existe el riesgo de que lo sea. Ojalá los legislado-
res actúen con sensatez. Existe un riesgo real de
que sea una intromisión en los quehaceres del
Ministerio Fiscal. El Ministerio Fiscal está para la
defensa de la ley. Luego recibe instrucciones por
su carácter estructural, etcétera, pero está para la
defensa de la ley. Y la jurisdicción penal es un
quehacer del Estado; no es un quehacer de los
particulares, sino del Estado, y el estatuto de la
víctima va a incidir directamente en los quehace-
res del Estado, con una diferenciación de perso-
nas: las que son o se consideran víctimas y las que
no son o no se consideran víctimas. Yo creo que
existe ahí un riesgo muy serio de confusión en los
quehaceres de lo que es el damnificado en la
defensa de sus daños, que ahí ya actúa en correla-
ción con el Ministerio Fiscal en los temas en los
que así sea, y en aquellos otros temas en los que se
crea este nuevo estatuto, que a mí me parece que,
en la legislación comparada, no tiene además una
equiparación, en los países adelantados y de
democracias consolidadas no existe, y yo así lo he
querido comentar.

Después, algunas cuestiones ya más breves,
porque ya se han hecho unas consideraciones
generales por los que me han precedido en el uso
de la palabra. En el aumento, que es muy positivo
e importante, de las sentencias acordadas en lo
penal, a mi juicio, merecería una mención la inter-
mediación penal. Si quiere dar algún dato, yo creo
que sería un tema interesante.

En la bajada de las denuncias de la violencia
de género, sin embargo, existe un dato que esta
misma mañana he escuchado yo por la radio y es
que de las cuarenta y dos víctimas de violencia de
género de este año en el Estado, solo seis habían
presentado de antemano denuncia, lo cual es el
descenso en las víctimas. Sin embargo, tiene esta
otra correlación, que resulta, por lo menos, preo-
cupante, por no utilizar otra serie de conclusiones
que yo no puedo dar en este momento.

El aumento de denuncias de abusos sexuales en
el ámbito interno de la familia es también un dato
preocupante que está aflorando sin duda ninguna.
En muchas ocasiones aflora en situaciones cerca-
nas a la ruptura matrimonial, y eso suele coincidir,
la ruptura matrimonial, con este tipo de problemá-
tica tan difícil de combatir, tan difícil de detectar y
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tan difícil también de solucionar y tan dramática
en sus consecuencias.

Sin duda, una de las grandes acusaciones que
se hace a la Justicia, paralela a otras que se hacen
a la política, etcétera, es la lentitud. Y eso existe
en muchos casos, y en algunos delitos nuevos es
inevitable, porque no existen resortes para poder
hacerles frente. Usted ha dicho uno, que es el de
los hurtos cometidos en centros comerciales por
profesionales. Profesionalización, ha dicho usted,
de gente que viene, hace el hurto y se va. Eso es
muy difícil de detectar y, sin duda, habrá que pen-
sar en medios de identificación de los que actúan,
que hasta ahora no se demuestran eficaces. Sin
embargo, hay otro también que yo le quiero
comentar a ver si tiene algún dato, y es el de los
hurtos por medios telemáticos, por ejemplo en los
microcréditos. Esto empieza a ser también muy
comentado. Es decir, que así como se conceden
microcréditos telemáticamente, también se come-
ten delitos en ese ámbito. Y eso empieza a ser tam-
bién difícil de detectar y, sobre todo, lento en las
respuestas judiciales. 

Por lo demás, le agradecemos los datos que
nos ha dado, que son muchísimos. Algunos han
sido comentados, en otros no podemos entrar, pero
creemos que la estadística es importante siempre,
y en estos ámbitos cada vez lo es más. Y, sin duda
ninguna, todas las referencias a la crisis que ya se
han hecho, y el hecho de que estos datos se pudie-
ran tener en cuenta no en el cuarto trimestre, sino
en el primer trimestre, si fuera posible, es un
hecho que tendría una fácil corrección, y usted ya
la ha apuntado, lo cual sería de desear. Nada más,
muchas gracias, eskerrik asko.

SR. VICEPRESIDENTE (Sr. Gómez Ortigosa):
Gracias, señor Zabaleta. Por parte del Partido
Popular, señor Villanueva.

SR. VILLANUEVA CRUZ: Gracias, Presiden-
te. Buenos días a todos y gracias especialmente al
Fiscal Superior por la comparecencia y las expli-
caciones que nos ha facilitado. Unas explicaciones
que son profusas, que vienen acompañadas de las
correspondientes memorias y que, como han dicho
otros portavoces, nos sirven y nos ayudan a estu-
diar con cierto detalle qué es lo que está ocurrien-
do en algunos ámbitos de nuestra sociedad en
nuestra Comunidad. La verdad es que hay que feli-
citar a la Fiscalía General por el trabajo realiza-
do. Usted mismo ha explicado cuál es el número
de personas que integran la plantilla en estos
momentos, el no aumento desde el año 2010, la
ratio que tienen ustedes respecto de otras comuni-
dades y, sin embargo, el trabajo diario que reali-
zan, que permite mantener los asuntos al día sin
ningún tipo de acumulación ni de demora. Por lo
tanto, yo creo que eso es de agradecer. Es de agra-
decer por parte de toda la sociedad, teniendo en

cuenta que ustedes se ocupan de preservar una
serie de bienes, bienes personales y bienes tam-
bién materiales, que probablemente sean las cues-
tiones que de manera más intensa afectan a los
ciudadanos cuando se ven metidos en algún con-
flicto, en algún problema o en alguna circunstan-
cia, evidentemente y para el común de los ciuda-
danos, poco agradable.

Como es cierto, y lo decía el señor Zabaleta,
que los portavoces ya han señalado fundamental-
mente y se han detenido en los hitos más relevan-
tes que usted ha señalado, yo simplemente voy a
hacer dos o tres breves reflexiones, reafirmando
algunas de las cosas que se han dicho y que tam-
bién usted ha dicho. La redefinición de las funcio-
nes del Ministerio Fiscal parece que era algo ya
imperativo en los últimos años. No tanto la direc-
ción que debe tomar esa redefinición, donde hay
diversos pareceres y diversas opiniones, pero en
cualquier caso, sí parecía obvio que había que
redefinir de alguna manera las funciones del
Ministerio Fiscal. A juicio del Partido Popular, se
está trabajando por el camino correcto, y espere-
mos que tenga su fruto y que sirva para mejorar la
Administración de justicia en general y el trabajo
que realizan.

En segundo lugar, es verdad que la estabilidad
en la litigiosidad sí demuestra que, como decía el
señor caballero, estamos en una sociedad relativa-
mente tranquila y relativamente segura si la com-
paramos con otras sociedades de nuestro entorno,
de nuestro propio país, comunidades limítrofes y
de otros lugares. Ya le contestará usted al señor
Rascón el asunto de las tasas judiciales y el ámbi-
to penal. No lo haré yo. Pero, en cualquier caso,
insisto, creo que es importante. Me parece que
usted ha definido los cinco asuntos principales en
los cuales podemos concentrar la litigiosidad,
pero, insisto, yo creo que es muy relevante que se
mantenga una estabilidad, y, efectivamente, en los
tiempos en los que estamos, que no son tiempos
fáciles, probablemente haya que esperar a la
memoria del año 2013, el año actual, para ver si
la incidencia de determinados factores también de
crisis económica y social se refleja en los resulta-
dos o no. Por el momento, tenemos que decir que
el dato, dentro de que es un dato siempre negativo
–la litigiosidad no puede calificarse en ningún
caso como algo positivo– es satisfactorio.

Se ha hablado ya de los abusos sexuales a
menores dentro del ámbito familiar. Se ha dicho,
creo que muy bien, por parte de otros portavoces,
y no me voy a repetir. Y respecto de los delitos
contra la salud pública, una vez más queremos
hacer hincapié también en aquellos delitos que
están relacionados precisamente con el ámbito del
menor y con determinados lugares de ocio, activi-
dades de ocio, actividades también educativas, y
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los consiguientes planes de prevención y de vigi-
lancia que hay que seguir haciendo, ya no por
parte de la Fiscalía, sino por parte de quienes tie-
nen la competencia para hacerlo, de tal modo que
se puedan perseguir esas actitudes y esos delitos,
actitudes y delitos normalmente ejercidos por
mayores de edad que, sin embargo, influyen muy
negativamente en la educación y en la vida de los
menores.

Se ha aludido también a la especialización de
algunos grupos, sobre todo en delitos contra el
patrimonio y vinculados con zonas agrícolas o
explotaciones agrícolas y ganaderas. Afortunada-
mente, más allá de la respuesta penal, que creo
que decía el señor Caballero si era o no la ade-
cuada, también es cierto que hay otros ámbitos
con competencia para perseguir este tipo de deli-
tos y para prevenirlos, desde los cuales se está
actuando, y conocimos hace unos pocos días un
plan especial precisamente para la prevención y la
lucha contra este tipo de delitos y en otros ámbitos
concretos creo que eso debe hacerse. La sociedad
cambia. También cambian los tipos de delitos y
también los modos que utilizan los delincuentes
para cometer sus fechorías. Por lo tanto, todo
debe adaptarse. Por mi parte, poco más. Le agra-
dezco la información y les animo a que sigan tra-
bajando desde la Fiscalía como hasta ahora. Nada
más y gracias.

SR. VICEPRESIDENTE (Sr. Gómez Ortigosa):
Gracias, señor Villanueva. Por parte de Izquierda-
Ezkerra, señor Mauleón.

SR. MAULEÓN ECHEVERRÍA: Egun on guz-
tioi, buenos días a todos y a todas. Bien, pues por
parte de nuestro grupo le agradecemos, por
supuesto, como no podía ser de otra forma, su tra-
bajo. Sí que me gustaría hacer algunas valoracio-
nes. Ya se ha mencionado, quizás habría que inci-
dir, a la vista del tiempo de aplicación, en la
previsión que hacen ustedes del impacto que van a
tener las tasas judiciales. Yo creo que es importan-
te conocerlo, efectivamente. Hay otra cuestión que
a nosotros también nos preocupa y que está rela-
cionada con otras cuestiones. Usted ha destacado
el aumento de los delitos de grupos organizados en
materia de robos, hurtos, etcétera. Sí que nos gus-
taría conocer si, vamos a decir, también se está
produciendo como consecuencia de la crisis econó-
mica un incremento de hurtos, robos, etcétera, de
personas, en fin, en una situación de especial difi-
cultad económica, etcétera, por sí, efectivamente,
podría ser un síntoma de desprotección social
importante de determinados grupos de personas.

Y también nosotros quisiéramos mostrar la pre-
ocupación de que en ocasiones la disminución de
la violencia de género... Algunos expertos y exper-
tas suelen decir de las denuncias que muchas
veces vienen acompañadas de dificultades de las

mujeres de cara a poder tener una vida autónoma
que les lleve a no denunciar situaciones penosas.
Por tanto, a veces es un mal síntoma cuando dis-
minuyen las denuncias, porque lo que está mos-
trando es que las mujeres tienen menos herramien-
tas de ser económica y socialmente autónomas y
que eso les lleva a denunciar, como en ocasiones
ocurre con los divorcios, se produce una disminu-
ción también de los divorcios y las separaciones
precisamente como consecuencia de la crisis eco-
nómica, porque divorciarse muchas veces sale
caro. Hay problemas, como usted ha destacado, de
impagos de pensiones, etcétera. Por tanto, desde
luego, sí que sería un fenómeno a estudiar, y con-
viene alertar a los responsables del Instituto para
la Igualdad de que se estudie a fondo este fenóme-
no porque supondría que habría que adoptar
medidas proactivas desde lo público para que esas
mujeres no estén sufriendo situaciones de violen-
cia que no se denuncian, si es que realmente eso
puede ser un síntoma del mismo.

También nos gustaría conocer cómo está evolu-
cionando todo lo que tiene que ver con la media-
ción penal. Nos parece una medida interesante
que, desde luego, hay que potenciar. ¿Tenemos
más recursos?, ¿menos?, ¿se están deteriorando?
Nos preocupa, por ejemplo, lo que se ha mencio-
nado sobre la política penitenciaria, sabemos que
este año uno de los dos pisos que existían precisa-
mente para rehabilitación se ha tenido que cerrar
por recortes del Gobierno de Navarra. En fin,
cómo está toda esta situación de los recursos que
se aportan desde el Gobierno de Navarra, que es
lo que a nosotros nos interesa y donde podemos
incidir más directamente, es decir, en lo que son
competencias del Gobierno, cómo estamos con
respecto a otros años y dónde están las carencias
fundamentales en las que es necesario incidir.

Hay también algunas cuestiones que nos preo-
cupan. Una es conocer el asunto de los delitos
informáticos, si están creciendo o no están cre-
ciendo las denuncias, cómo está todo ese asunto. Y
también nos gustaría interrogarle sobre alguna
cuestión. A nosotros nos preocupa, y quiero cono-
cer su opinión, que en ocasiones se ven, hoy por
ejemplo aparecen en los medios de comunicación,
los nombres y apellidos de personas con procesos
o denuncias abiertas. Quiero decir, ¿se está respe-
tando la protección de datos personales en esos
casos? Según tengo entendido, hasta que no hay
una sentencia en firme no pueden aparecer datos
de personas en los medios de comunicación, y me
sorprende que estén apareciendo datos, en princi-
pio por filtraciones, entiendo yo, en el ámbito de
la Policía. Por lo menos, quiero decir, aparecen
investigaciones policiales con nombres y apellidos
en los medios de comunicación y, francamente,
nos sorprende. ¿Eso es legal?, ¿que estén apare-
ciendo? Es nuestra pregunta y, desde luego, si no
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lo es, qué medidas se piensan adoptar para que
esas cuestiones no se produzcan.

También me gustaría preguntarle otra cosa. El
año pasado, creo recordar, iniciaron o estaban
pendientes de iniciar una investigación de oficio
sobre todo el asunto de las dietas de los concejales
del Ayuntamiento de Pamplona. No sé en qué ha
quedado aquella cuestión. No se ha publicado si
se ha cerrado, si no se ha cerrado. Sí que ha apa-
recido recientemente una parte del mismo, pero,
desde luego, como se informó de esa cuestión, nos
gustaría saber si realmente está cerrado. Entiendo
yo que sería bueno que se diera una información
para que la opinión pública conozca la situación
de esta cuestión.

Finalmente, también me gustaría conocer la
opinión de la Fiscalía sobre las consecuencias
judiciales de la sentencia de Estrasburgo en rela-
ción con la doctrina Parot y qué valoración hacen
ustedes sobre esa cuestión, si hay una obligación
legal de cumplir la sentencia o caben otro tipo de
interpretaciones, como parece que se hacen
muchas veces, de que no se cumpla esa sentencia.
No sé si es posible no cumplir esa sentencia.
Muchas gracias.

SR. VICEPRESIDENTE (Sr. Gómez Ortigosa):
Gracias, señor Mauleón. Tiene la palabra el señor
Sánchez para explicar la información. Gracias.

SR. FISCAL SUPERIOR DE NAVARRA (Sr.
Sánchez Sánchez-Villares): Son múltiples las cues-
tiones que me han planteado y es difícil responder. 

Para empezar, la más fácil: quiero agradecer a
todos los grupos la felicitación. Se la transmitiré a
todos los fiscales y, especialmente, al personal de
la Fiscalía, gracias al cual se consigue que los
autos salgan, porque muchas veces nos olvidamos
de la oficina fiscal y, en este sentido, tiene una
gran parte de culpa de que, adecuadamente, sal-
gan las cosas en trámite en su momento oportuno. 

Entrando un poco en la contestación, voy a
referirme, con carácter general, como se ha plan-
teado por parte de algunos de ustedes, al tema
relativo a los hurtos y a la problemática en rela-
ción con si la respuesta es la adecuada, no es la
adecuada, etcétera. Hay un problema fundamen-
tal, que es que hoy en día están tipificados, como
saben, cuando la cantidad sustraída es menor de
cuatrocientos euros, como falta. Esto hace que no
tengan antecedentes penales, que sea muy difícil
su localización, que la pena sea mínima, etcétera.
En este sentido, yo, particularmente, considero –es
una opinión personal, no represento a la Fiscalía
ni nada por el estilo– que es bueno, por ejemplo, si
existe en el proyecto de Código Penal, que desapa-
rezcan las faltas de hurto y se conviertan en deli-
tos, entre otras cosas, porque nos va a permitir
tener una herramienta muy eficaz para el control

de esas personas. Hoy en día, el problema que
tenemos es, como decía antes, el de la profesiona-
lización. Es decir, no es que haya aumentado en
muchas más personas porque no pasan por el juz-
gado, pasan las mismas en distintos momentos. Y
tenemos constancia de que en Valencia la Policía
los detuvo hace una semana, pasado están en
Logroño, y al otro día están… Además, tienen
unos mecanismos muy fáciles hoy en día para
sacar esos géneros. Por ejemplo, están especiali-
zados en perfumes, que tienen una salida fácil a
determinados países, o en gafas de sol, o en deter-
minados productos que son los que se van buscan-
do, es decir, cierto tipo de ropa de ciertas marcas,
etcétera. Son personas o grupos muy organizados,
con medios de transporte de un sitio a otro y con
salida de la mercancía, y teniendo en cuenta, ade-
más, que si no sustraen un género que supere los
cuatrocientos euros, y ellos lo saben perfectamente
porque es el precio de venta al público, por lo
tanto, ellos lo pueden saber con las cosas que van
comprando y van sacando poco a poco, en el caso
de que se les coja in fraganti van a ser condenados
por falta. No van a tener antecedentes y va a ser
muy difícil luego luchar contra ellos. 

De ahí que una buena herramienta es precisa-
mente el hecho de que esas faltas desaparezcan
como tales y se conviertan en delitos. De hecho,
existía una previsión en el Código Penal actual
–existe–, en el 234, de que cuando haya tres faltas
en el mismo año pueda convertirse en delito. Sin
embargo, precisamente, por carecer de conoci-
mientos suficientes de los antecedentes de cuándo
se han cometido esas faltas, porque una se comete
en Valencia, otra en Gijón y luego no tenemos un
registro central, porque las faltas no dejan antece-
dentes, no se puede saber adecuadamente, salvo
que sea la misma Policía Nacional o la Guardia
Civil, pero, claro, si, además, es Policía autonómi-
ca es muy difícil que sepan si ha sido detenido en
Gijón dos días antes sustrayendo unas determina-
das gafas de trescientos euros, vamos a suponer.
Eso hace que no se pueda convertir en delito y difi-
culte mucho la persecución de estos hechos. Por lo
tanto, la respuesta ahora es inadecuada. Creo que
la reforma, en el sentido de suprimir las faltas y
convertirlas en delito –delito, llamémosle leve,
menos grave, como se quiera, yo no sé cómo se va
a llamar al final, se está discutiendo ahora en el
Parlamento–, puede ser una respuesta adecuada
para este tipo de sustracciones, y especialmente
para luchar contra este tipo de profesionalización
que he llamado, entre comillas, en la actividad que
se desarrolla por parte de estas personas.

Igualmente, creo que es bueno, en el tema de
las sustracciones que se realizan en el ámbito
rural, establecer algún tipo de agravación especí-
fica en función del perjuicio que se le pueda oca-
sionar a la explotación agraria correspondiente.
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Hoy en día no es lo mismo la sustracción de chata-
rra en la empresa que el que le quiten todos los
sistemas de riego a un agricultor y que le dejen
prácticamente inutilizada toda posibilidad de
riego. Al fin y al cabo, luego lo van a vender como
chatarra, como estaño o el producto que sea, si no
lo pueden sacar al extranjero, pero no es lo mismo
una cosa que otra. A ese señor le han fastidiado la
explotación y le han causado unos perjuicios, ya
no solamente el valor, sino todo el perjuicio –el
lucro cesante– como consecuencia de ese hecho
concreto. Creo que, de alguna forma, habría que
valorar y contemplar esas materias cuando afec-
tan a una explotación, en este caso agrícola, para
que podamos actuar también y que tenga una res-
puesta adecuada y no simplemente se valore por
igual la chatarra que está tirada en un contenedor
al lado de la fábrica que eso que se sustrae y
luego se va a vender como chatarra. Eso con rela-
ción a los hurtos.

Respecto a la consideración general acerca del
papel y la redefinición de las funciones del Minis-
terio Fiscal, en general, como muy bien ha dicho
el señor Zabaleta, creo que debemos acercarnos a
Europa. El fiscal, quiera o no quiera, tiene que
asumir ese papel de instructor que existe en la
mayoría de las legislaciones europeas, en el Dere-
cho de prácticamente todos los países europeos.
Es decir, el sistema actual en el que el juez instruc-
tor está trabajando para el fiscal y yo le preparo
la instrucción y usted luego acusa o no acusa
según opine, no tiene realmente mucha consisten-
cia. No quiero extenderme aquí, porque no es
cuestión, pero yo resumiría: si yo soy el que voy a
llevar la acusación, yo me tengo que buscar las
pruebas, es algo tan evidente como eso. No que un
señor me busque las pruebas y luego me las pase y
si me apetece o veo que puedo acusar, acuso y, si
no, no. El resumen sería: si yo voy a ser el que
acuso, tengo que buscarme las pruebas desde un
principio y orientar la investigación precisamente
en función de esas pruebas. Yo soy el que va a lle-
var a juicio, el que se va a sentar enfrente de un
señor letrado que pondrá a caldo y de vuelta y
media si no llevo bien preparada la acusación, por
lo tanto, desde un principio tengo que prepararla
adecuadamente. Simplemente por esa lógica, y por
resumir, quien lleva la acusación tiene que ser
quien prepare desde un principio, y no como
ahora, el juez instructor y luego posteriormente
pasa al fiscal para determinar si procede la acusa-
ción o no. 

Por tanto, en conjunto, es favorable la opinión
mayoritaria, por lo menos pulsada de la Fiscalía,
a la instrucción del fiscal como un hecho al que
irremisiblemente se tiene que conducir a fin de
acomodarnos al Derecho de los demás países, por
lo que acabo de decir, y siempre y cuando sea con
las debidas condiciones. Es decir, el problema es

cómo, y es lo que se está discutiendo ahora en el
anteproyecto que existe, se puede realizar y llevar
a cabo esa instrucción, y entro un poco en el plan-
teamiento que hacía el señor Zabaleta sobre el
Estatuto de las Víctimas, que, aunque era una opi-
nión política y no quería respuesta, me parece muy
interesante. Uno de los problemas fundamentales
que se va a plantear la nueva ley a la hora de
regular esto es que si el fiscal es el titular, es el
que actúa en representación del Estado, que es el
que tiene el ius puniendi, qué papel le damos a la
víctima, que no es el titular del ius puniendi, del
derecho a penar, que es del Estado única y exclusi-
vamente, qué papel le damos a la victima, qué
intervención le damos a ella y cómo conjugamos
eso con la actividad instructora y acusadora del
Ministerio Fiscal, porque eso puede dar lugar,
lógicamente, a un constante torpedeo, por ejem-
plo, a base de recursos, y esa acusación particular,
unida a la del fiscal o que va, digamos, en la ins-
trucción, puede dar muchísimos problemas. Enton-
ces, hay que regularla adecuadamente. Creo que,
de acuerdo con nuestra Constitución, además, es
evidente, lo mismo que la acción popular, tienen
derecho a intervenir en el proceso, pero el proble-
ma está en las limitaciones en su actuación con-
creta. Habrá que ser muy cuidadosos a la hora de
regularlo para evitar que realmente suponga un
torpedeo constante de la instrucción y, en definiti-
va, que no se pueda llevar a cabo, especialmente
en los asuntos más mediáticos, más problemáticos
o que más trascendencia social tengan. 

Con relación a otro tema que creo que plantea-
ba el señor Rubio –creo que me voy de uno a otro,
pero, bueno, estoy tratando de contestar por blo-
ques– sobre cuál es la opinión o sensación de la
Fiscalía en relación con esa opinión que existe hoy
en día de que la Justicia es una de las instituciones
menos valoradas, quiero añadir que precisamente
produce cierta sensación de frustración el hecho
de que estés llevando a cabo tu labor de la mejor
forma que puedes y sabes en el 99 por ciento de
los casos, que son los ordinarios, que no tienen
ninguna transcendencia social, y en Navarra diría
casi el cien por cien, vamos a dejar un pequeño
porcentaje, es decir, los desarrollas adecuadamen-
te y, sin embargo, ese pequeño porcentaje, que es
el mediático, el que transciende, etcétera, dé al
traste con el trabajo ordinario de mucha gente que
realmente se está dejando la piel. Es una sensa-
ción bastante frustrante el ver que estás desempe-
ñando el trabajo, repito, de la mejor forma que
puedes y sabes, y ahí están los números y ahí está
la estadística, es decir, la cantidad de sentencias
que salen. En ese sentido, estoy de acuerdo con
Javier Caballero en el sentido de que debemos
depurar mucho las estadísticas. Es decir, cuando
hablamos de 54.000, son 54.000 asuntos que
entran en la Fiscalía, y, evidentemente, no se tra-
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ducen en procedimientos. Somos conscientes tam-
bién de que el proyecto de reforma del Código
Procesal sí viene a incidir en que las denuncias de
hechos donde no haya autor conocido ni siquiera
entren en el juzgado. Es decir, la Policía tiene
constancia de ellas, a medida que vaya descu-
briéndolas… Pero, claro, entrar en el juzgado
para abrir un procedimiento para archivarse
inmediatamente y, simplemente, para crear un
número estadístico no tiene sentido. Entonces,
bueno, pues dejamos que la Policía las siga inves-
tigando y, en el momento en que descubra algo, ya
las remitirá al juzgado cuando haya un autor
conocido. Pero todas las que son de autor desco-
nocido, ¿para qué tienen que pasar al juzgado?
Simplemente para engrosar esa estadística y
hablar de 54.000, cuando realmente tenemos que
hablar de 5.000. Eso habrá que depurarlo, pero,
con nuestra Ley de Enjuiciamiento Criminal
actual, la obligación es remitirlo todo al juzgado,
absolutamente todo, aunque sea la denuncia a la
señora de arriba que se le ha ido el agua de la
bañera y nos ha inundado el piso. Se denuncia.
Sabemos de antemano que no es delito, hay que
incoar unas previas, que serán archivadas inme-
diatamente, pero ya tenemos un numerito más for-
mando parte de los 54.000. Evidentemente, es
necesario. Creo que el proyecto está en esa línea
para tratar de depurar y hacer una estadística más
adecuada. 

Respecto a los delitos contra la salud pública
que comentaba también un poco la incidencia, no
lo he mencionado aquí, porque no era trascenden-
te o necesario en la medida en que prácticamente
hay una total similitud con años anteriores. Inclu-
so las cantidades –vienen desglosadas en la
memoria– de droga aprehendida de distinto tipo y
tal, y son bastante inferiores a las de años anterio-
res. En conjunto ha habido un descenso, si bien
cabe señalar que, en este caso, ha habido descen-
so en las causas, no en las personas imputadas,
porque se da la paradoja de que últimamente casi
todas las causas son con numerosos imputados.
De ahí también la precisión, porque las investiga-
ciones, especialmente de tráfico de drogas, que
causan grave daño a la salud, son muy largas,
están muy interrelacionadas, no son solamente en
Navarra, se trae la droga de Madrid, a Madrid se
trae de Sudamérica, se va siguiendo el hilo y al
final terminas con quince o veinte imputados. Hoy
en día, tenemos muchas causas con quince o vein-
te imputados en una sola causa, pero, realmente,
con una pluralidad de imputados. Es decir, son
bastante más complejas que en años anteriores, en
los que a lo mejor se centraban en temas relativos
al trapicheo. En este sentido, creo que la Policía
está haciendo una buena labor de no centrarse
tanto en el pequeño trapicheo como en ir a la
cabeza de los suministradores, especialmente los

que traen o suministran la droga en Navarra. Las
causas dan lugar a que se produzcan con más
imputados, aunque el número de causas se mantie-
ne igual o incluso ha descendido y el número de
aprehensiones también. 

Respecto al centro de Ilundáin, afortunada-
mente, se ha dado una respuesta adecuada, y en
este momento lo que me transmiten los fiscales de
menores es que no tienen ningún problema en rela-
ción con los internamientos y demás. El centro es
plenamente adecuado y, por el momento, no hay
ningún problema. 

En relación con el centro penitenciario, es cier-
to que, realmente, no ha aportado nada nuevo,
desde nuestra perspectiva, en el sentido de que no
se está utilizando en todas sus posibilidades. Debi-
do a la crisis económica no puede utilizarse,
entonces, está infrautilizado. Suponemos que, en
algún momento, cuando salgamos de esta crisis, se
podrá utilizar y se podrán crear todas las unida-
des, etcétera, que estaban pensadas inicialmente,
y, en ese sentido, quiero incidir en la limitación
que se realizó como consecuencia del Decreto de
2011 respecto a la gestión de medidas de seguri-
dad, que ahora tratamos, por ejemplo. En ese sen-
tido, Instituciones Penitenciarias parece que está
en buena sintonía para crear unas unidades de
referencia que se encarguen, dentro de los centros
de inserción social del centro penitenciario, de lle-
var a cabo esa labor que decíamos anteriormente.
Estamos en ello, pero es cierto que hay una infrau-
tilización, debida fundamentalmente a la crisis, y,
en ese sentido, la situación es prácticamente simi-
lar a la que había con anterioridad.

Con relación a otro tema que se ha planteado
con carácter general, el relativo a las tasas, en el
ámbito penal, obviamente, no se ha notado en la
medida en que no existen las mismas, pero somos
conscientes –nosotros nos desenvolvemos en la
Audiencia, pero trabajamos también en otros
ámbitos– de que se está notando, especialmente en
los ámbitos civil y administrativo, contencioso-
administrativo. Es decir, tengo noticias, especial-
mente en contencioso-administrativo, en civil no
sabría darle números, pero sí en contencioso-
administrativo, de una reducción sustancial, y se
supone que es como consecuencia de las tasas. Es
obvio que a personas que antes recurrían la multa
de doscientos euros y que ahora tienen que pagar
doscientos euros de tasas ya no les compensa
jugársela y que, a lo mejor, les condenen en cos-
tas. Todos esos recursos que había, en ese sentido,
han disminuido en una gran cantidad. En penal,
obviamente, no se ha notado nada, pero sí en otros
órdenes jurisdiccionales; en aquellos que está, se
está notando. 

Respecto a la mediación, otro tema también
planteado por varios de ustedes, no lo he tratado
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al hablar de las conformidades porque, realmente,
la mediación, desgraciadamente, tal y como está
configurado ahora el Código Penal y sin perjuicio
del tratamiento que se le pueda dar en la nueva
Ley de Enjuiciamiento Criminal, tiene relativa-
mente poco recorrido, y sí que sería bueno darle
mayor recorrido. Tiene poco recorrido porque el
mediador tiene el aspecto positivo de que va a
poner en contacto a la víctima con el posible res-
ponsable del hecho y va a conseguir evitar una
victimización, va a conseguir buscar una satisfac-
ción para la víctima, pero, desde el punto de vista
de respuesta penal, al final, se va a reducir a
pagar la correspondiente indemnización, apreciar
la atenuante –cualificada o no– de reparación del
daño y va a quedar ahí. Es decir, la posibilidad de
que un presunto responsable de un hecho delictivo
se haya sometido a una mediación, haya admitido
esta, haya pedido disculpas a la víctima y haya
pagado la indemnización correspondiente, al final,
solo va a tener como respuesta penal el que no-
sotros –bajo el principio de legalidad al que esta-
mos sometidos– podamos apreciar única y exclusi-
vamente la atenuante de reparación del daño. Lo
que sí hacemos en aquellos casos en los que ha
habido esa especial predisposición, y dentro del
ámbito que nos permite la ley, es apreciarla, por
ejemplo, como cualificada. Es decir, esa persona
que ha tenido ese plus ya no solamente de pagar,
sino además de pedir perdón a la víctima, entrevis-
tarse con ella, dar una explicación, de tal forma
que la víctima quede plenamente satisfecha, evi-
dentemente, de alguna forma, hay que valorar ese
hecho y, como mucho, se puede valorar de esa
manera, apreciando esa atenuante como cualifica-
da y no como simple, a pesar de que, a lo mejor, la
cantidad indemnizatoria es relativamente pequeña. 

Afortunadamente, Navarra es de los pocos
sitios donde –la semana pasada estuve en Madrid
y estuvimos hablando de temas de mediación en
otros ámbitos como lo contencioso, se planteaba,
etcétera– existe ese servicio de mediación en el
ámbito penal. Por el momento es satisfactorio,
aunque, repito, tiene muy poca respuesta penal,
muy poco recorrido en la trascendencia. Así como
en los juicios de faltas sí que lo tiene, porque en
los juicios de faltas se llega a un acuerdo, como
decíamos antes, con no comparecer el denuncian-
te, el juicio de faltas se acabó y aquello queda
archivado y supone prácticamente dejar en manos
de la víctima, con su perdón, el no seguir adelante.
En el caso de los delitos, bajo el principio de lega-
lidad, tal como está regulado ahora, no se nos per-
mite otra actuación. Entonces, es positiva, ya que
está teniendo resultados adecuados, pero habría
que modificar la ley para establecer un mayor
recorrido para que, de alguna forma, esa media-
ción tuviera una mayor trascendencia, por ejem-
plo, en aras de lo que se viene a establecer en el

proyecto de reforma del Código Procesal Penal
del principio de oportunidad, que permite en deli-
tos menos graves, es decir, es un delito menos
grave, no tienes antecedentes, has pedido perdón,
has pagado la indemnización, el Estado no tiene
interés en seguir adelante, aquí paramos, nos olvi-
damos de este tema y se acabó, a no ser que vuel-
vas a cometer otro delito, etcétera. Es decir, hay
que establecer esa posibilidad en estos supuestos. 

Con relación al tema de las cifras del Ayunta-
miento –tengo anotado– que decía el señor Maule-
ón, sabe que iniciamos unas diligencias, inicial-
mente fuimos reacios a iniciarlas, porque con base
en informaciones periodísticas no tenemos por
norma iniciarlas, lo que ocurre es que cuando
llega un momento en que esas informaciones
periodísticas establecieron que había posibilidad
de falsedad documental con informes periciales y
demás, la Fiscalía tiene que reaccionar, de alguna
forma, ante ese hecho y por eso se iniciaron esas
diligencias, diligencias en las que se practicaron
las actuaciones correspondientes, que no vienen al
caso, y cuando estaban a punto de concluir las
mismas por parte de la Fiscalía, una determinada
asociación puso una querella en el Tribunal Supre-
mo, lo que supuso la paralización de nuestras
actuaciones a espera de que el Tribunal Supremo
resolviese acerca de la admisión o no de la quere-
lla. La idea era, en su momento, el archivo de esa
denuncia por considerar que el hecho no era cons-
titutivo de delito de una forma similar a como ha
hecho —lo digo ahora porque ya lo ha puesto de
manifiesto– el fiscal del Supremo, que ha informa-
do acerca de la admisión de la querella, y estamos
pendientes únicamente de ver si el Tribunal Supre-
mo nos reclama las actuaciones que realizamos
aquí o qué resuelve. En función de lo que resuelva,
también resolveremos nosotros. Esa es un poco la
situación actual del tema. 

Respecto a los delitos informáticos, también se
ha hecho un comentario. Se va notando la existen-
cia de más delitos, pero tampoco lo he hecho notar
de una forma expresa, porque la mayoría de estos
delitos informáticos son estafas, sobre todo de ven-
tas que se proponen a través de sistemas y luego no
se llevan a cabo esas ventas, etcétera. Entendemos
que no tiene una especial relevancia en la medida o
en función de la gran cantidad de transacciones
que se están realizando por esta vía. Relativamente
son muy pocos en función de la gran cantidad que
se están realizando. Las hay, pero en este momento
no son especialmente significativas –no me atrevo
a decir insignificantes, pero no especialmente sig-
nificativas– en atención a todo el tráfico mercantil
que se produce de esta forma. Por otro lado, en
aquellos casos en que se producen, realmente la
respuesta suele ser bastante rápida. Cuando se
producen en España es fácil hallar la IP desde
donde se realiza la transacción, el mensaje de la
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venta, etcétera, y suele producirse con bastante
efectividad y se suele perseguir con bastante fre-
cuencia. No considero que sea especialmente pro-
blemático en este momento. Sí que está habiendo
más, pero, lógicamente, porque también hay
muchas más transacciones de esta naturaleza.

Con relación al aumento o disminución de las
denuncias por violencia de género y las considera-
ciones que hemos hecho, yo manifiesto mi acuerdo
con ellas. Ya dije antes un poco en esa breve expo-
sición que no sabría decir si son como consecuen-
cia de que realmente ha disminuido el delito o
como consecuencia de la situación económica en
la que muchas personas no denuncian por razón
de que si denuncio y le meten en la cárcel, me
quedo yo sin el sustento que me puede proporcio-
nar esta persona. Ese es un hecho que está ahí, es
una realidad, pero, desgraciadamente, no pode-
mos determinarlo o concretarlo. No se puede ase-
gurar de ninguna forma. El hecho es que han
bajado. Nosotros no tenemos constancia en este
momento del porqué exacto y, por tanto, no podría
afirmar en un sentido ni en otro, no tengo ningún
dato para poder afirmar que sea como consecuen-
cia de una u otra razón. 

Respecto a las diligencias urgentes, que me
decía el señor Rascón, y el fomento de las diligen-
cias, por eso he querido decirlo anteriormente,
considero que es muy positivo ese procedimiento.
El problema que se plantea, y también contesto al
señor Zabaleta acerca de la necesidad de una
mayor agilización y rapidez en la respuesta que se
puede dar en los procedimientos, es que el límite
lo ponen aquellos delitos que requieren una ins-
trucción de por sí compleja frente a aquellos otros
que no la requieren. Estoy plenamente de acuerdo
con que todos aquellos que no requieren esa nece-
sidad de respuesta de instrucción compleja tienen
que llevarse por diligencias urgentes y, de alguna
forma, hay que fomentarlo, como se ha hecho, por
ejemplo, rebajando la pena en un tercio. Ha sido
un atractivo fundamental. Sé que muy probable-
mente a mí me van a condenar y para estar espe-
rando un año a que me condenen un año, me acojo
a esta posibilidad, me rebajan la pena un tercio y
todos contentos. Entonces hay que fomentar de
alguna forma, de esa manera o de otras, esa posi-
bilidad que evite una instrucción muy larga. Hay
muchos casos, los delitos de lesiones, por ejemplo,
o similares, que no tienen tampoco ninguna nece-
sidad de una especial instrucción muy larga y que,
por lo tanto, se podrían llevar por esta vía rápida
sin necesidad de esperar. Entonces, sí que soy par-
tidario de que hay que fomentarla; en el proyecto
de ley que se haga creo que sería importante inci-
dir en esa posibilidad, pero el límite a veces viene
determinado fundamentalmente por esa necesidad
de instrucción. Hay delitos que de por sí requieren
una compleja instrucción y, desgraciadamente,

muchas veces, son los delitos que más repercusión
pública tienen, y es lo que provoca la idea de que
la tramitación de la Justicia se alarga. La gente no
se queda con los mil quinientos y pico juicios rápi-
dos que se realizaron y de los que las personas
salieron del juzgado de guardia con la sentencia
debajo del brazo, sino que se queda con ese 5 por
ciento de procesos cuya tramitación se alarga
eternamente. 

Siento no haber contestado a todos, a lo mejor
se me ha olvidado alguna cuestión. Muchas gra-
cias, reitero, por las felicitaciones, que transmitiré
a todos mis compañeros. Nada más. 

SR. VICEPRESIDENTE (Sr. Gómez Ortigosa):
Muchas gracias, señor Sánchez. Quiero darle las
gracias por todas las explicaciones e información
que nos ha transmitido. Se suspende la sesión
durante cinco minutos para que el señor Sánchez
pueda salir, y continuaremos con la moción que
tenemos a continuación. Gracias.

(SE SUSPENDE LA SESIÓN A LAS 11 HORAS Y 35
MINUTOS.)

(SE REANUDA LA SESIÓN A LAS 11 HORAS Y 45
MINUTOS.)

Debate y votación de la moción por la que el
Parlamento de Navarra insta a que se
modifiquen y adecuen las normas y leyes
respecto a las familias monoparentales,
presentada por los GP Bildu-Nafarroa y
Aralar-Nafarroa Bai.

SR. VICEPRESIDENTE (Sr. Gómez Ortigosa):
Buenos días, señorías. Reiniciamos la Comisión
para entrar en la moción por la que el Parlamento
de Navarra insta a que se modifiquen y adecuen
las normas y leyes respecto a las familias monopa-
rentales, presentada por los grupos Bildu-Nafa-
rroa y Aralar-Nafarroa Bai. Tiene la palabra el
señor Zabaleta. Gracias.

SR. ZABALETA ZABALETA: Egun on, bue-
nos días a todas y a todos. Tal como dice la
moción y tal como también se ha publicado recien-
temente en diversos medios de comunicación, el
tema de la familia monoparental constituye una
verdadera revolución en el esquema familiar en el
que estamos. Seguramente, el segundo cambio más
sustancial después de la implantación del divorcio.
Pero es una realidad que tiene muchísimos aspec-
tos diferentes y que hace referencia no solo al
tema familiar estrictamente dicho, sino también a
la compatibilización de la vida familiar y la vida
laboral, y también a todos los temas asistenciales
y fiscales y de toda índole que afectan a este tipo
de familia. 
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En este sentido, primero es necesaria una defi-
nición y un reconocimiento, tema en el que ya están
entrando también otras autonomías y otros Esta-
dos. Los datos son verdaderamente impactantes: en
los países escandinavos y bálticos, así como en
Francia, ahora mismo ya nacen más niños y niñas
fuera del matrimonio que en el matrimonio. En los
países de Centroeuropa el equilibrio es parecido:
similar número dentro que fuera de los diferentes
matrimonios o modalidades de matrimonio que
existen. En el Estado español, y concretamente en
Navarra, el número es menor, pero ya es muy
importante. Concretamente, en 2012, 2.082 naci-
mientos en Navarra; en Andalucía, 32.000; en
Cataluña, 34.000; en el País Vasco, 7.200. Es
decir, no es un fenómeno que sea atribuible geo-
gráficamente a un sitio o a otro, sino que es multi-
forme. Pero esa multiformidad se da también, por
falta de definición, en otro ámbito. No son solo los
niños y las niñas que nacen fuera del matrimonio,
sino que son también las familias monoparentales
aquellas en las que, con alguna asistencia econó-
mica o no, uno de los padres, como consecuencia
del divorcio o como consecuencia del enviudamien-
to, se queda solo a cargo de la familia, y las conse-
cuencias son muy numerosas. 

Por no entrar en muchísimas discusiones, diré
que, por ejemplo, en la comunidad autónoma de
Castilla y León se está elaborando –yo creo que
legislativamente por delante de cualquier otra
autonomía– la tutela de las situaciones de mono-
parentalidad. Es una forma de legislar que merece
ser tomada en consideración, pero muy amplia y
con la fórmula de que tiene que afectar a diferen-
tes situaciones. Está también el hecho –muy grave,
pero muy a tener en cuenta– de que está presente
el derecho al trabajo ante la feminización de la
pobreza, que es otro tema en relación con las fami-
lias monoparentales, pero que no resume la casu-
ística de las familias monoparentales. Sobre esta
cuestión existen ya numerosos trabajos. Yo voy a
citar uno, que es el de un catedrático de Derecho
de la Universidad Pública de Navarra, José Luis
Goñi Sein, en el que se ponen de manifiesto –y
leeré solo dos párrafos, es un artículo largo–
todas estas consideraciones.

No se descarta que alguna de las medidas de la
Ley 39/99, de conciliación de la vida laboral y
familiar, pueda en algún momento facilitar la vida
laboral de la madre o del padre solo en estas cir-
cunstancias, pero las medidas, en general, resultan
insatisfactorias toda vez que se basan en un mode-
lo de participación dual –ese es el asunto– total-
mente impracticable en el caso del progenitor
monoparental o de la familia devenida a monopa-
rental a posteriori, a menos que se introduzca un
verdadero régimen de coparentalidad y se promue-
van la igualdad y la biparentalidad tras la ruptura
conyugal, que no es, desde luego, intención de la

Ley 15/2005, de Modificación de Reforma del
Divorcio.

A pesar de lo agudo del problema, la protec-
ción de la familia monoparental no se ha incorpo-
rado todavía con sustantividad propia a ninguna
de las políticas de familia, de empleo, de inclusión
social –de las tres cosas: de familia, de empleo y
de inclusión social– y continúa en espera de una
ordenación unívoca. Como fórmulas para superar
el estadio de imperfección y la ausencia en que de
forma casi deliberada ha dejado el legislador la
protección de la familia monoparental, en el tra-
bajo se proponen algunas actuaciones dirigidas...
Continúa el artículo, solo he leído dos párrafos
iniciales, que son descriptivos, que es lo que pre-
tendíamos realizar. 

En esta moción proponemos, por lo tanto, una
actuación multiforme y, por eso, primero, creemos
que es necesaria la constatación y la toma en con-
sideración de esa realidad que la sociedad ya nos
está dando. 

En segundo término, creemos que se debe con-
siderar que existe una profunda dimensión social,
porque es, además, un fenómeno creciente, y pode-
mos afirmarlo sin tener miedo de equivocarnos
simplemente por la comparación con la que he
empezado al inicio: lo que está sucediendo en
otros países de Europa también está empezando a
suceder aquí –no empezando, sino ya en unos por-
centajes muy importantes– y va a seguir equipa-
rándose a esa realidad, como sucede en otros
órdenes de la vida. 

La familia monoparental debe ser definida,
debe ser tomada en consideración y deben abor-
darse las modificaciones en las competencias de
Navarra que corresponden a la toma en considera-
ción de esta familia, igual que se hace en otros
ámbitos de las políticas sociales, de las políticas
fiscales y de las políticas también para poder com-
patibilizar el tema de la familia con el tema del tra-
bajo. Todo ello sabiendo que Navarra no tiene hoy
por hoy todas las competencias en esta materia. 

Por eso, proponemos, como cuestión final, la
creación de una ponencia. Ya sabemos las críticas
que las ponencias tienen, pero también recurrimos
a ellas en múltiples ocasiones, sobre todo, siempre
que exista una multiplicidad de aspectos a tener en
consideración, de lo que las familias monoparen-
tales son el ejemplo más importante. 

En suma y resumiendo: no solo son las niñas y
los niños que nacen fuera de la estructura de las
diferentes formas de familia legalmente definidas,
sino que son también todas aquellas realidades de
familias que devienen, que se convierten en mono-
parentales después de que no hayan sido así, des-
pués de que una pareja se haya roto por múltiples
causas –desde la muerte hasta el divorcio– que
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existen para que esto cambie. Y en todo este senti-
do, esta familia, además, es merecedora y acree-
dora, a nuestro juicio, de una atención especial,
porque si la familia dual, la familia de dos proge-
nitores o de dos padres ya tiene toda una serie de
problemáticas que son tomadas en consideración,
la familia monoparental necesita esas considera-
ciones de una manera acentuada o subrayada.

Esta es la razón de la iniciativa y también de
que la propuesta se haga de una manera en la que
exista, primero, el estudio, que es una de las
características de la ponencia, el poder contar con
el asesoramiento y las consideraciones técnicas
que nos puedan hacer personas de otros ámbitos,
como, por ejemplo, el catedrático que he citado,
pero existen también otras personas que han tra-
bajado sobre este tema de una manera muy pro-
funda, y, finalmente, que se puedan abordar las
modificaciones no de una norma sino de diferentes
normas. Esa es la razón que justifica la propuesta
de que se cree esta ponencia. Por mi parte, nada
más. Muchas gracias. 

Voy a ser sustituido, señor Presidente, por el
señor Lasa. Eskerrik asko. 

SR. VICEPRESIDENTE (Sr. Gómez Ortigosa):
Gracias, señor Zabaleta. Como proponente tam-
bién de la moción, tiene, si quiere… ¿no? Bueno,
empezamos. Turno a favor. Por parte de Unión del
Pueblo Navarro, señor Caballero.

SR. CABALLERO MARTÍNEZ: Muchas gra-
cias, señor Presidente. Intervenimos en el turno a
favor porque compartimos el fondo de la cuestión
que se plantea, si bien tenemos algunas discrepan-
cias técnicas que nos harán votar diferente en
alguno de los puntos. 

En ese sentido, compartimos absolutamente
que estamos ante un momento en el que sí que se
están produciendo unos cambios radicales, una
auténtica revolución, como dice la moción, en el
esquema familiar y en el concepto familiar, lo que
pasa es que estamos ante un tema que, como muy
bien decía el señor Zabaleta, aborda diferentes
aspectos, yo diría que hasta excesivos aspectos,
porque, evidentemente, la configuración de la
familia y la consideración jurídica de la familia en
el concepto que sea dentro del mundo del Derecho
es uno de los temas nucleares de la estructura
social. Afecta a aspectos laborales, a aspectos
asistenciales, a aspectos fiscales, a aspectos admi-
nistrativos y, en definitiva, al conjunto del Derecho
público y del propio Derecho privado. 

La primera de las cuestiones que se nos plan-
tea cuando estamos hablando de familias monopa-
rentales es de qué estamos hablando, es decir, es
la propia definición del concepto de familia mono-
parental. Los supuestos –lo decía también el señor
Zabaleta– son diferentes, es decir, cómo abordar

los supuestos en que la guardia y custodia, por
ejemplo, en un supuesto de divorcio, es comparti-
da, en los supuestos de custodia compartida. Es
decir, estamos ante un tema que es muy profundo,
con una profundidad técnica que nos parece
importante y, por eso, discrepamos en el aspecto
de la solución. 

La primera cuestión es el propio título. Nos
resulta un tanto extraño que el Parlamento aprue-
be una moción instando a que se modifiquen y
adecuen las normas y leyes porque, en definitiva,
el Parlamento aprueba una moción instándose a sí
mismo y, en ese sentido, no lo acabamos de enten-
der. Es decir, si el Parlamento tiene que hacer
leyes, las tendrá que hacer, pero instarse a sí
mismo yo creo que es ya rizar el rizo. 

En segundo lugar, desde el punto de vista técni-
co, el hecho de que el Parlamento –yo diría que
incluso esta Comisión– haga una declaración de
que es preciso crear una ponencia. Tendría que
crearla o no crearla, pero hacer una declaración
de que es preciso crearla por el órgano competen-
te se me hace un tanto extraño. 

Vaya por delante que nosotros no compartimos
la creación de la ponencia parlamentaria precisa-
mente por la propia complejidad y la propia multi-
temática, si se puede decir así, a abordar. Pensa-
mos que es bueno que el Parlamento ponga de
manifiesto la existencia de esta problemática y
que, de alguna manera, compartiríamos más una
moción en el sentido de que se trasladase al
Gobierno la necesidad de abordar técnicamente la
problemática, creando las comisiones técnicas que
procedan para que en el fondo, después de ese tra-
bajo técnico que haga todo el abordaje general,
nos pudiese remitir las conclusiones para valorar-
las y, en ese sentido, desde el Parlamento abordar
las iniciativas que correspondiesen. 

Por eso, nuestro grupo se abstendrá en el con-
junto de la moción y votará en contra del último
punto. 

SR. VICEPRESIDENTE (Sr. Gómez Ortigosa):
Gracias, señor Caballero. Por parte de socialistas
de Navarra, señora Arraiza. 

SRA. ARRAIZA ZORZANO: Muchas gracias,
señor Presidente. Eskerrik asko, Presidente jauna.
Buenos días, señoras y señores Parlamentarios,
egun on denoi. Nosotros, en el grupo parlamenta-
rio socialista, consideramos razonable la exposi-
ción que se hace aquí, por lo menos en cuanto al
contenido. No sabemos si la familia monoparental
es realmente la revolución de la sociedad contem-
poránea o ha sido la emancipación de la mujer
–yo creo que ha sido mucho más revolucionario–,
pero, en cualquier caso, si hay algo que nos dice
la sociología es que si ha habido una institución
que no ha sido fija a lo largo de la Historia y que
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ha cambiado esa ha sido la familia. La familia
nuclear está en la base de otra revolución, que es
la Revolución Industrial, porque fue la familia
nuclear la que, de alguna manera, nació con esa
sociedad y dio luz a una nueva forma de sociedad
y de organizarse. Quizás también por eso, porque
a partir de la sociedad industrial la familia nucle-
ar es el punto nodal de la sociedad, podemos
saber que cada una de las guerras que ha traído la
sociedad contemporánea ha dejado tras de sí
muchísimas familias monoparentales, cosa que no
pasaba en la Edad Media cuando el núcleo de la
sociedad era la familia extensa, muy diferente al
de la familia nuclear. 

Lógicamente, a lo largo del siglo y medio, casi
dos siglos que llevamos de sociedad contemporá-
nea, la familia también ha tenido numerosísimas
transformaciones y esta es una de ellas. En este
caso lo que hacemos como Parlamento, lo que
podemos hacer es atestiguar un cambio social que
debe ser recogido en el ámbito legislativo y que,
como tal, desde luego, ha sido recogido ya en
algunas otras comunidades autónomas como la
comunidad autónoma de Galicia, la comunidad
autónoma del País Vasco, la comunidad autónoma
de Cataluña y las comunidades autónomas de
Castilla y León y de Aragón, que están en este
momento trabajando sobre este particular con
leyes globales sobre la familia o de apoyo a la
familia en las cuales se incluye también otra forma
de familia diferente a la familia nuclear, que es la
familia monoparental. 

Por tanto, estos cuatro primeros puntos reco-
gen de alguna manera esa realidad social, que es
indudable que está ahí y a la que hay que dar la
protección que a otros tipos de familia, léase la
familia numerosa, también se les ha dado en la
sociedad. 

Bien es cierto, y en eso convengo con el señor
Caballero, que hay algunas cuestiones de redac-
ción que duplican lo que se está pidiendo y que,
además, lo hacen un tanto extraño, pero, ciñéndo-
nos al contenido, queremos decirles que por nues-
tra parte apoyaremos estos cuatro primeros pun-
tos, aunque ya les digo que la redacción es un
tanto farragosa. 

Creemos que no es preciso crear una ponencia
parlamentaria para debatir este asunto. Creemos,
además, que en el Gobierno de Navarra, justa-
mente, quizás no por estas razones sino por cua-
lesquiera otras, hay un Instituto para la Familia e
Igualdad y parece que pudiera ser el elemento, el
espacio o la institución más adecuada, puesto que
aúna familia, que es algo muy poliédrico, con
igualdad, es decir, con que las distintas formas de
familia puedan ser consideradas en igualdad de
condiciones. Por tanto, hay estructuras e institu-
ciones que lo pueden hacer y sería deseable que

pudiera llevarse a cabo una normativa global
sobre familias que recogiera todos estos aspectos
que, como bien se ha señalado, tienen que ver con
cuestiones tributarias, tienen que ver con cuestio-
nes de educación, tienen que ver con cuestiones de
vivienda. Por poner un ejemplo, las familias
numerosas son contempladas en el baremo de
acceso a los centros educativos; podrían ser tam-
bién contempladas las familias monoparentales, y
así en otro orden de cosas.

Por tanto, entendiendo lo que se propone y el
hecho de que puedan ser contempladas y entendi-
das en el conjunto de la legislación, nosotros apo-
yaremos los cuatro primeros puntos y no votare-
mos a favor del quinto punto. Muchas gracias.

SR. VICEPRESIDENTE (Sr. Gómez Ortigosa):
Gracias, señora Arrainza. Por parte de Bildu-
Nafarroa, tiene la palabra el señor Rubio.

SR. RUBIO MARTÍNEZ: Muchas gracias,
señor Presidente. Parece ser que desde los grupos
que han hablado hasta ahora se pone en valía la
proposición que nuestros grupos habían traído
aquí, se reconoce que la familia monoparental
ocupa un papel cada día más importante en nues-
tra sociedad y se apoyan los puntos en los que eso
se dice, pero nos parece insuficiente porque no-
sotros entendíamos, como se ha dicho, que es tal
la amplitud de cambios legislativos que debería-
mos acometer que lo ideal sería hacer una ponen-
cia en la que viésemos lo que se está haciendo en
otros sitios cercanos como son otras comunidades
autónomas para ver realmente cómo está la legis-
lación en Navarra y acometer entre todos esas
variaciones legislativas que yo creo que todos
estamos poniendo sobre la mesa. 

La solución que se nos plantea por parte de
UPN es crear comisiones técnicas dentro del
Gobierno. Nos parecen buenas intenciones, pero
no sabemos si ese es el camino más efectivo para
avanzar en lo que pretendíamos avanzar con esta
ponencia. 

Evidentemente, una vez más, yo creo que queda
de manifiesto que la sociedad va siempre por
delante de las Administraciones. La sociedad va
siempre por delante de los que se supone que la
deben representar, y la sociedad va por delante del
entramado jurídico que rige nuestras vidas. 

Es una pena, pero pensamos que tarde o tem-
prano habrá que acometer estas reformas en serio.
Habrá que acometerlas en serio y, si no es en esta
legislatura, no me cabe la menor duda de que será
en la siguiente. Muchas gracias.

SR. VICEPRESIDENTE (Sr. Gómez Ortigosa):
Gracias, señor Rubio. Por parte del Partido Popu-
lar, señor Villanueva. 
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SR. VILLANUEVA CRUZ: Gracias, Presiden-
te. El Partido Popular también cree que hay que
acometer estas reformas en serio, y precisamente
por eso en estos momentos entendemos que no es
apropiada la creación de una ponencia. Conside-
ramos que las reformas legales que deban hacerse
deben hacerse y deben impulsarse desde otros
ámbitos, no necesariamente desde este ámbito, el
ámbito parlamentario y a través de una ponencia,
y, como han dicho otros portavoces –el portavoz
de UPN y la portavoz del Partido Socialista de
Navarra–, nosotros compartimos el fondo de lo
que aquí se expone en los puntos anteriores, com-
partimos algunas de las reflexiones, pero pediría-
mos la votación por puntos, porque no comparti-
mos todos los extremos de lo que se expone aquí.
Por lo tanto, tenemos distintas posiciones. 

En cualquier caso, reitero, creo que no es pro-
cedente la creación de una ponencia para tratar
este asunto. Creemos que hay otros instrumentos y
otras maneras de abordar algo que es evidente que
está en la sociedad, como un cambio social de los
últimos años y que, por tanto, la legislación debe
adaptarse a esos cambios, pero, insisto, votaremos
que no a la creación de la ponencia. Nada más y
gracias.

SR. VICEPRESIDENTE (Sr. Gómez Ortigosa):
Gracias, señor Villanueva. Por parte de Izquierda
Ezkerra, señor Mauleón.

SR. MAULEÓN ECHEVERRÍA: Egun on
berriro. Buenos días a todos y a todas de nuevo.
Nosotros estamos de acuerdo con el conjunto de la
moción. Es evidente la necesidad de adaptar la
legislación navarra a ese nuevo fenómeno social
–o no sé si tan nuevo, pero sí más frecuente, en
todo caso, en los últimos años– que son las fami-
lias monoparentales. Desde luego, exige una cierta
urgencia y más en una situación de crisis económi-
ca y de afecciones económicas y sociales cada vez
más graves. Lo vemos en muchos ámbitos, pero
recientemente lo hemos visto, por ejemplo, en la
ponencia de la renta básica, la importancia del
número de personas o de familias monoparentales
en esa situación. Por tanto, creemos que es impor-
tante y urgente abordar esta cuestión.

La ponencia podría ser perfectamente paralela
a lo que debería ser un trabajo del propio Gobier-
no. Yo comparto que sería interesante que el
Gobierno, dada la complejidad técnica del asunto,
porque habría que analizar muchísimas leyes, se
pusiera a trabajar ya, pero como en definitiva toda
modificación legal la tenemos que aprobar en este
Parlamento, lo lógico sería que este Parlamento
abordase paralelamente la legislación comparada,
conocer qué se está haciendo en otros sitios y pro-
fundizar en la problemática, porque, insisto, al
final va a ser el Parlamento el que va a modificar
las leyes. 

Por tanto, nosotros estaríamos dispuestos.
Vemos que no va a salir, pero, en todo caso, sería
bueno también que por los instrumentos ordina-
rios abordásemos la necesaria adaptación de la
legalidad a las necesidades de las familias mono-
parentales. Muchas gracias. 

SR. VICEPRESIDENTE (Sr. Gómez Ortigosa):
Gracias, señor Mauleón. Para el turno de réplica,
señor Jiménez.

SR. JIMÉNEZ HERVÁS: Quiero constatar un
tema que va a ser curioso, es decir, hay unanimi-
dad en todos los grupos en constatar que esta es
una realidad que está ahí, que hay que prestarle
atención, pero se va a decidir no prestarle aten-
ción. Entonces, cuando menos, es muy curioso. Es
muy curioso. Claro, se dice que lo haga el Gobier-
no. El Gobierno, lógicamente, podría hacerlo
directamente a través de la presentación del
correspondiente proyecto de ley o cambio en rela-
ción con otros proyectos de ley que deberían reco-
ger esta realidad. No lo ha hecho y no nos consta
que tenga por lo menos entre manos hacerlo. Se
dice que el Instituto de la Familia también lo
podría hacer, pero hasta ahora, por lo que se ve,
se le ha pasado el asunto. No ha considerado que
era una realidad lo suficientemente importante
como para meterlo en la agenda. 

Estamos viendo que son bastantes las comuni-
dades y los Parlamentos que lo han abordado, lo
han tratado y lo han regulado. Y aquí, a pesar de
todo eso… Y, bueno, que el Partido Popular diga
que mejor que lo haga Madrid.

SR. VILLANUEVA CRUZ: No he dicho eso.
SR. JIMÉNEZ HERVÁS: Bueno, ha dicho en

otros ámbitos. Hombre, pues los ámbitos, como no
sea el Ayuntamiento de Fitero o este Parlamento,
lo siguiente por arriba es el Gobierno de España.
Entonces, entiendo que el Partido Popular prefiere
que lo regule el Gobierno de España y lo meta
como materia básica, pero, lógicamente, nosotros
estamos en este Parlamento y lo que preferimos es
que sea este Parlamento quien lo regule, como han
hecho otras comunidades autónomas. 

Por tanto, no tiene mucha coherencia lo que
vamos a votar. Vamos a permitir, lógicamente, que
se vote por puntos, porque por lo menos, ya que
nos hemos puesto de acuerdo en mirar a la calle y
ver que es de día, hasta ahí hemos llegado, no
vamos a negar nosotros ahora que es de día. Si
hay unanimidad en que es de día, por lo menos ese
pequeño paso lo estamos dando. Ahora, una vez
que vemos que es de día, quedarnos en la cama no
tiene mucha coherencia. Muchas gracias.

SR. VICEPRESIDENTE (Sr. Gómez Ortigosa):
Gracias, señor Jiménez. Entonces, se admite la
votación por puntos. Si les parece a sus señorías,
votamos los puntos 1 al 4, por una parte, y luego
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el 5, ¿de acuerdo? ¿Votos a favor del 1 al 4? 8
votos a favor. ¿Votos en contra? ¿Abstenciones? 7
abstenciones. Punto 5. ¿Votos a favor? 5. ¿Votos
en contra? 11 votos en contra. Se aprueban los
puntos 1 al 4 y no se aprueba el punto 5. 

No habiendo más asuntos que tratar, se levanta
la sesión.

(SE LEVANTA LA SESIÓN A LAS 12 HORAS Y 13
MINUTOS.) 
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